[image: image1.png]s
P siGuarolo



[image: image2.jpg]



Segundo Barómetro de la Profesionalización del Empleo Público en Centroamérica y República Dominicana
Costa Rica
Consultor: Luciano Strazza

Director del proyecto: Francisco Longo

Coordinadora del equipo: Mercedes Iacoviello

Abril 2012

RESUMEN EJECUTIVO XE "RESUMEN EJECUTIVO"  
Al momento de la evaluación anterior, en diciembre de 2008, el servicio civil costarricense aparecía como el país con el servicio civil más desarrollado de la subregión, con una fuerte presencia del mérito, transparencia en los procesos y una sólida y estable institucionalidad, lo que le permitió ser el único país en alcanzar la mitad de la puntuación máxima posible.     

En los últimos tres años, Costa Rica ha conservado todas sus ya conocidas fortalezas y ha logrado mejoras en materia de TICs y sistemas de información, de movilidad geográfica de los servidores (gestión del empleo), de gestión del rendimiento (a través de la elaboración de un Marco Regular Común), de equidad y competitividad salarial entre las instituciones del régimen de servicio civil y las descentralizadas (política de percentiles y reajustes), y de iniciativas de abordaje del clima interno (muy débil en el pasado). Todos estos aspectos conllevan largos y complejos procesos de implantación.    

Esto implicó variaciones en las puntuaciones de los subsistemas, con crecimiento en casi todos los subsistemas: Planificación (de 47 a 50 puntos), Gestión del Empleo (de 57 a 60), Gestión del Rendimiento (de 33 a 53), Gestión de la Compensación (de 50 a 60), Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales (de 40 a 45) y Organización de la Función de RH (70). Este último es justamente el subsistema de más alta valoración (gracias a la solidez y legitimidad de la Dirección General del Servicio Civil), mientras que la Gestión del Desarrollo no sólo es el que menor valoración presenta sino uno en los que no ha habido modificaciones respecto a 2009.   
En cuanto a los índices, se registran avances en tres de los cinco indicadores: Consistencia Estructural (de 50 a 55), Capacidad Funcional (de 37 a 46) y Capacidad Integradora (de 40 a 45). Este último índice es el que presenta la puntuación más baja (45), mientras que el de Mérito es el indicador más fuerte (73). A raíz de lo anterior, el IBD, en los últimos tres años, se incrementó de 50 a 54 puntos, el más alto de la subregión. 
Como factores causales de los progresos obtenidos se destacan la sólida institucionalidad del servicio civil (que provee una fuerte base para la mejora) y la elevada capacidad de la Dirección General del Servicio Civil (DGSC) no solamente para gestionar los procesos ya instalados, sino también para diseñar y coordinar la implantación de las innovaciones. La alta capacidad directiva, estable, meritocrática y poco condicionada por el ciclo político, resultan factores clave.  
Como asignaturas/desafíos pendientes aparecen la transferencia de capacidades a las Oficinas de Recursos Humanos (ORH) para planificar y gestionar procesos hoy centralizados en la DGSC (“facultación”), la disminución de los nombramientos interinos (que se dan en alta proporción en los servidores del sector educación y “agrietan” el concepto de mérito), una mayor coherencia estratégica del sistema retributivo (en la actualidad polarizado en dos tipos de instituciones) y el fortalecimiento de la Gestión del Desarrollo. Como desafío de fondo surge la aplicación de una ley marco que permita aplicar políticas de gestión de recursos humanos (RH) para el conjunto del sector público costarricense, superando la actual fragmentación (y sus resultados nocivos) que existe entre las instituciones del régimen de servicio civil y las entidades autónomas.     
1. INFORMACIÓN DE CONTEXTO

1.1 Contexto institucional
Costa Rica es uno de los países considerados con historial de desarrollo exitoso por haber logrado buenos resultados en varios aspectos. En los últimos años, el país ha logrado un buen nivel de crecimiento macroeconómico, con un pico del 8.8% en 2006 y un nivel similar en 2007. Como en la mayor parte de los países de la región, el ritmo se vio interrumpido por la crisis financiera global, y en 2008 y 2009 el país creció un 2.6% y 1.3% respectivamente. Eso llevó al gobierno a implementar políticas anticíclicas (infraestructura social y mano de obra) que permitieron recuperar el crecimiento al orden del 4.5% en los años siguientes. 
En el campo social, el crecimiento macroeconómico logrado, sumado a la política de transferencias, permitió reducir en el lapso de cuatro años (2004 a 2008) la tasa de pobreza del 23% al 18% y llevar a la indigencia a un piso del 3,5%. Esto, sin embargo, no se vio reflejado en la desigualdad social, que ha continuado empeorando como consecuencia de un mayor aprovechamiento del crecimiento por parte de los sectores calificados  (Banco Mundial, 2012). 

En el campo político, en mayo de 2010, y tras la finalización del mandato de Oscar Arias, Laura Chinchilla, también miembro del Partido Liberación Nacional, tomó posesión de la presidencia de Costa Rica, siendo la primera mujer que ocupa el cargo. Sus principales prioridades en la plataforma de campaña fueron la erradicación de la pobreza y la lucha contra la inseguridad. 
Al asumir el cargo, la presidenta Chinchilla presentó el Plan Nacional de Desarrollo 2011-2014 articulado en cuatro ejes que en parte continúan la línea trazada por el presidente Arias: (i) bienestar social; (ii) seguridad ciudadana y paz social; (iii) ambiente y ordenamiento territorial; y (iv) competitividad e innovación. Este Plan se propone objetivos nacionales específicos tales como por ejemplo un crecimiento económico del 5% y una tasa de desempleo del 6% para 2014.
El gobierno, además, se ha propuesto mejorar la recaudación fiscal en un contexto de equilibrio presupuestario ajustado. Ello requiere de la instrumentación de medidas orientadas a eficientizar el cobro de impuestos y combatir la evasión. Como complemento, el gobierno ha dispuesto medidas para racionalizar el gasto público (especialmente el gasto en personal) con la finalidad de crear mayor espacio fiscal. 

1.2. Antecedentes del servicio civil
Son dos las bases normativas del sector público costarricense. La primera de ellas es la Constitución de la República, que data de 1949, por la cual es atribución del Poder Ejecutivo la dirección del gobierno en general, de la administración central y las entidades descentralizadas.   

El segundo instrumento legal es el Estatuto de Servicio Civil (ESC) creado por la Ley 1581 de 1953, el cual en comparación con la Constitución de la República tiene un carácter más limitado, pues sólo rige para las instituciones del gobierno central. El ESC, que se complementa con su correspondiente Reglamento, regula las condiciones y términos de la relación de servicio en​tre el gobierno central (ministerios) y sus servidores, así como los del Instituto Nacional de Aprendizaje que por su Ley constitutiva se regulan por el citado Régimen.  

Por su parte, los organismos descentralizados, denominados constitucionalmente “instituciones autónomas”, y los otros poderes de la República, cuentan con estatutos particulares distintos al ESC pero siempre sujetos al Capítulo Constitucional que establece el Servicio Civil, tal como ocurre por ejemplo con el Poder Judicial, el Tribunal Supremo de Eleccio​nes, la Contraloría General de la República (CGR), parcialmente la Asamblea Legislativa y aquellas instituciones creadas después de 1953. También existen otros regímenes particulares que agrupan segmentos laborales tales como la fuerza pública, el servicio exterior y los servicios municipales. 

El ESC sienta las ba​ses jurídicas y procedimentales de la administración pública costa​rricense: concurso público por oposición, igualdad en el acceso a los cargos públicos, eficiencia, nombramiento basado en la idoneidad, mérito, carrera administrativa, estabili​dad, clasificación de puestos, remuneración, capacitación, y neutrali​dad, objetividad y probidad en el ejercicio de la función pública. Si bien el alcance del ESC está limitado a las instituciones del régimen de servicio civil, estos criterios son igualmente válidos para el resto de las instituciones aun cuando, como se verá a lo largo del informe, tienen la atribución de aplicar variaciones de implementación. 

Existen, asimismo, dos leyes importantes que complementan a la Constitución y al ESC. Una de ellas es la Ley General de la Administración Pública 6227, la cual regula la ac​tividad del Estado estableciendo deberes y funciones de los servidores públicos y funcio​narios de hecho, y las responsabilidades de la Administración y de los servidores públicos. La segunda es la Ley General de Sala​rios de la Administración Pública, que regula el sistema de remuneraciones. 
Una figura institucional interesante es la “Autoridad Presupuesta​ria”, conformada regularmente por el Ministro de Hacienda (quien la preside), el Ministro de Planifica​ción Nacional y Política Económica (MIDEPLAN) y el Ministro de Trabajo y Seguridad Social (MTSS). 

En 2011, a partir del Decreto 36.857-MP-PLAN-H, la Autoridad Presupuestaria fue designada como el rector político del sistema de empleo público, con atribuciones para la formulación de políticas en ese campo. Para ello, cuenta con el apoyo de la DGSC, quien ejerce la rectoría técnica del sistema, y de la Secretaría Técnica de la propia Autoridad Presupuestaria. Esta iniciativa tuvo como base los diversos informes de la Contraloría General de la República  que recalcaban la necesidad de contar con una rectoría política para todo el sistema, algo que también fue señalado por el informe de AECID, FLACSO y SICA (2009)
.  
Una de las características del sector público costarricense es el desacople relativo entre el régimen de servicio civil y las entidad autónomas (Aguilar Montoya, 2010). Este último sector, que en términos cuantitativos representa aproximadamente la mitad del empleo público total, posee una tipología de cargos simi​lar a los del gobierno central, sus trabajadores fijos gozan de permanencia mediante contrato de trabajo indefinido y cuentan con estatutos internos de trabajo y  convenciones colec​tivas. Los salarios y prestaciones que ofrecen la mayoría de estas entidades son superiores a los del gobierno central, disponen de mayor flexi​bilidad para la incorporación de personal e históricamente han sido más permeables a la politización.

Tal como se analiza en el presente diagnóstico, la coexistencia de dos regímenes similares en sus bases pero muy diferenciados en su aplicación práctica genera importantes dificultades de coherencia estratégica en los diferentes procesos de gestión de las personas señalados anteriormente. 

Esta dificultad ha intentado ser abordada en varias ocasiones durante los últimos 20 años, aunque sin resultados significativos
. En la actualidad, el tema ha sido retomado por la Presidencia y la DGSC mediante la elaboración del proyecto de Ley General de la Relación Pública de Servicio para la regulación de las políticas, procesos, procedimientos e instrumentos de la gestión de las personas para el conjunto del sector público, con el objetivo final de incrementar la coherencia estratégica. El gobierno ha mostrado voluntad de abrir la discusión del proyecto en las sesiones parlamentarias extraordinarias, las cuales deben ser convocadas antes del mes de mayo de 2012.  

2. ANÁLISIS DE LOS SUBSISTEMAS XE "III) ANÁLISIS DE LOS SUBSISTEMAS" 
En esta sección se presenta el análisis exhaustivo de los 33 puntos críticos que propone la versión calibrada del Marco Analítico para el Diagnóstico de los Sistemas de Servicio Civil (Longo y Iacoviello, 2010), los cuales se listan con su correspondiente valoración en el Anexo I. Para cada subsistema se incluye una breve definición de las normas y prácticas de recursos humanos que abarca, y se indican los puntos críticos asociados.

2.1. Planificación de Recursos Humanos 

“Consideramos la Planificación como un subsistema que incluye: el análisis de necesidades brutas de recursos humanos (RH) consistente en la previsión de las necesidades cuantitativas y cualitativas, el análisis de las disponibilidades, actuales y futuras, el análisis de las necesidades netas de RH, resultantes del contraste entre los dos apartados anteriores, y la programación de medidas de cobertura. Este subsistema constituye la puerta de entrada en todo sistema integrado de Gestión de Recursos Humanos (GRH), y permite anticipar la definición de políticas coherentes en todos los restantes subsistemas” (Longo, 2002: 18).
Coherencia Estratégica (1.1)  

Costa Rica continúa trabajando en el fortalecimiento de la planificación a partir de un conjunto de elementos. Por un lado, se está buscando un mayor alineamiento entre la planificación macro del gobierno, las planificaciones estratégicas y operativas específicas de las instituciones, y la política de RH. La planificación estratégica global del gobierno costarricense se encuentra articulada en el PND 2011-2014, el cual  busca “ser el marco de referencia fundamental para la gestión del sector público (gobierno central, entidades autónomas y otros entes públicos no estatales) y la asignación de recursos, así como la construcción de agendas regionales, sectoriales, institucionales, programas de inversión pública y de cooperación internacional” (MIDEPLAN, 2010: 3). Dicho plan contiene los objetivos y metas a alcanzar en el período señalado y su proceso de elaboración contó con la participación de más de 100 instituciones públicas del gobierno central y las entidades descentralizadas, organizadas en cuatro ejes de gestión
. 

La intervención de las instituciones públicas en la elaboración del PND les ha permitido tener un mayor contacto con la práctica de planificación estratégica, lo cual resulta valioso para una posterior programación de las políticas de RH en instrumentos particulares tales como el Plan Estratégico Institucional (PEI) y el Plan Operativo Institucional (POI).  

Un segundo elemento funcional a la planificación en desarrollo es la reconversión de las ORH mediante el progresivo cambio de su rol exclusivamente administrativo hacia una mayor injerencia en términos estratégicos. Los principales mecanismos para ello han sido la incorporación de personal especializado (tras detecciones de déficit institucional), la construcción de mejores canales de diálogo con el área de planificación en las instituciones donde estas existan y la inclusión de este tema en la normativa
. También resulta importante la intervención de la propia DGSC cuando una ORH se encuentra acéfala y se tiene la percepción de que no cumple acabadamente con sus funciones. Todo esto se da en el marco del proceso de “facultación” que se analiza más adelante.  

Sin embargo, a pesar de estos esfuerzos, sobreviven dos elementos que limitan el potencial de la planificación. Uno de ellos es la casi identificación entre proceso presupuestario y proceso de planificación a partir de la emisión del Decreto 36.857-MP-PLAN-H que le da la rectoría política a la Autoridad Presupuestaria, en coincidencia con un plan de racionalización del gasto.   

Si bien el decreto establece que la Autoridad Presupuestaria contará con el apoyo técnico de su propia Secretaría Técnica y la DGSC para la elaboración de políticas, existe la percepción general de que la normativa tiene como primer objetivo el control del gasto en personal, aun cuando el espíritu del decreto pueda ser el de fortalecer la visión más global y estratégica de las instituciones (Entrevistas, 2012).     

El segundo elemento es una consecuencia directa de lo anterior: cuando existe una fuerte presencia del criterio presupuestario en la planificación de RH, esto suele ir en detrimento de la deseable conexión con los otros subsistemas, erosionando la posibilidad de avanzar hacia una programación más global y sistémica. En esos casos, además, la visión de largo plazo suele quedar subsumida a las necesidades de corto. 

Al sesgo presupuestario y relativa desconexión entre la planificación y los demás subsistemas debe agregarse el carácter desintegrado del sector público en general, que provoca que varios de los principales procesos de gestión de RH se implementen de modo diferente y generen una estructura de incentivos menos racional de lo deseable. Las heterogéneas capacidades de gestión de las ORH refuerzan este cuadro.  
Información de base (1.2) 

En relación a lo observado en 2009, se percibe una mejora en este aspecto a partir del paulatino desarrollo e implantación de dos sistemas de información. Uno de ellos es el Sistema Automatizado de Gestión de Empleo y del Talento de Humanos (SAGETH), desarrollado por la DGSC, cuyo ámbito de cobertura son las instituciones que corresponden al gobierno central, y que tiene como función soportar la gestión de las personas a través de los módulos de Reclutamiento y Selección, Clasificación de Puestos, Salarios e Incentivos, permitiendo el cruce de variables y la generación de información gerencial. Este sistema se contó como uno de los compromisos estratégicos del PND 2006-2010 asignándole un carácter de alta prioridad (DGSC, 2011a). En la actualidad, tras una fase de prueba piloto, el sistema está por implementarse en las instituciones del régimen de servicio civil, tras algunos retrasos respecto a la programación original. 

El segundo sistema que ya se encuentra en fase de prueba es el INTEGRA2, que viene a suplantar al actual INTEGRA, mediante el cual se administra la planilla de personal y el pago de salarios
. El objetivo del nuevo sistema es ganar en oportunidad y transparencia de los datos mediante la sistematización de la información relativa ya no solamente a la gestión del empleo y gestión de la compensación sino también de los restantes subsistemas, con especial énfasis en el personal docente
. En este sentido, busca constituirse como el principal sistema de información del servicio civil. El plan de implantación del sistema prevé dos etapas: una primera que tiene como objetivo gestionar el pago de salarios del Ministerio de Educación Pública y una segunda donde se contempla la incorporación de nuevos procesos e instituciones públicas. Se prevé, asimismo, que el INTEGRA2 tenga fluida interacción con el SAGETH. Uno de los indicadores de la importancia de este sistema es que para su desarrollo e implantación se ha conformado la Comisión de Coordinación de Administración Financiera (CCAF) de la cual la DGSC forma parte
. 

Un tercer instrumento informacional es el proyecto de Expediente Electrónico “EXCELIN”, cuya finalidad es la generación de estadísticas y datos complejos que complementen las funciones del SAGETH y apoyen la toma de decisiones. Se prevé que el sistema le posibilite a la DGSC “generar sus propios indicadores operativos y estratégicos de RH y proveer información necesaria a los otros actores del sistema para que obtengan los suyos” (Castro Víquez et al., 2011: 5). Según lo planificado, la implantación del sistema se realizará en varias etapas hasta 2016. El sistema ofrecerá información sobre rotación de personal, capacitación, antigüedad laboral, ausentismo, costo real de la planilla, limitaciones, etc. (Castro Víquez et al., 2011).    

El desarrollo, implantación e interacción de todos estos soportes significan un paso adelante respecto a la situación 2009. Lo anterior ha significado un gran avance para la gran mayoría de las instituciones públicas cubiertas por el régimen de servicio civil, que gestionaban la información sobre personal en planillas Excel (Entrevista, 2012).    

Eficacia (1.3/1.4/1.5) 
En los últimos años, a partir de la política de actualización salarial (ver Gestión de la Compensación) y de la alta disparidad remunerativa que aún existe, el gasto en personal del gobierno central como porcentaje del PBI se ha incrementado de aproximadamente un 4,5% a un 7,3%. Según lo señala la DGSC, existen datos que respaldan que el gasto de planilla está siendo solventado con deuda pública (Entrevista, 2012). Por su parte, la proporción entre la dotación del gobierno central y la población total de Costa Rica ha tendido a subir en los últimos años, pasando de un 2,17% a un 2,66%, en línea con el nivel del primer diagnóstico (2004). 

Este incremento, que se suma a otros factores que resultaron en una situación de déficit fiscal, ha motivado una activa política de contención del gasto dirigida a racionalizar el costo de la planilla mediante un control más ajustado de la aprobación de estructuras y creación de cargos. 

La situación fiscal ha motivado la emisión de dos instrumentos normativos que específicamente aluden a la administración pública. Uno de ellos es la Directriz Presidencial 013-H de marzo 2011, la cual prevé que, con excepción del sector policial y educación, se prohibe la creación de nuevas plazas y la ocupación de las que queden vacantes, se promueve la reubicación de los RH existentes, se autoriza la venta de activos ociosos, y se ordena un 20% de reducción presupuestaria, entre otros lineamientos. El segundo instrumento legal, ya mencionado, es el decreto de rectoría política, el cual le otorga atribuciones decisorias a la Autoridad Presupuestaria.   

Ya desde el punto de vista cualitativo, se mantiene en niveles razonablemente buenos la compensación y la tecnificación de las dotaciones gracias a mecanismos tales como los aceitados procesos de reclutamiento y selección, la movilidad y una mayor presencia de la capacitación. Para apoyar la toma de decisiones en este tema, se han llevado a cabo estudios de “carga de trabajo” que ofrecen información sobre los déficits de personal en las instituciones. No obstante los esfuerzos realizados por la DGSC en  materia salarial, sigue siendo un tema crítico la capacidad del gobierno central para captar y retener a los RH de alta calificación, quienes prefieren como destino las instituciones autónomas o el sector privado (Entrevista, 2012).  

Administración (1.6)  
La emisión del decreto de rectoría política, vista como prioritaria en estudios diagnósticos del empleo público de Costa Rica (Aguilar Montoya, 2010; AECID, FLACSO y SICA, 2009)  ha introducido modificaciones en la administración de la planificación del sistema, pues ahora las decisiones estratégicas sobre el sistema recaen en la Autoridad Presupuestaria. Para ello, como se mencionó, se cuenta con el apoyo técnico de la Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria y la propia DGSC. Ante estas novedades institucionales, se abre el desafío de lograr una buena coordinación y diálogo entre todas las instituciones involucradas en las decisiones, de manera tal que la planificación se lleve a cabo sobre la base de parámetros adicionales al estrictamente presupuestario. 

2.2. Organización del Trabajo 

“En un subsistema de organización del trabajo son dos los procesos diferenciados que deben contemplarse: el diseño de los puestos de trabajo, que supone realizar opciones importantes acerca del grado de especialización horizontal y vertical del puesto y de la estandarización de la conducta del ocupante, y la definición de los perfiles de los ocupantes de los puestos, consistentes en la identificación de las competencias básicas que aquellos deben reunir” (Longo, 2002: 18).
Calidad técnica de los puestos y perfiles (2.1/2.2)  

Tras el reordenamiento de las clases de puestos en los estratos profesionales y gerenciales, que se tradujo en la reducción del número de clases ocupacionales (de 440 a 15), en 2009 se llevó a cabo un proceso equivalente para los estratos no profesionales (de 318 a 23) (Entrevistas, 2012).  Esto luego dio la posibilidad de readecuar los manuales de puestos. En la actualidad existe un manual general de clases elaborado por la DGSC y algunas pocas instituciones del gobierno central cuentan con sus propios instrumentos de clasificación de puestos, algo que es más usual en las entidades descentralizadas. 

El ordenamiento paulatino de las clases ocupacionales, a su vez, sirvió de base para la adecuación de otros procesos de gestión de las personas, tal como por ejemplo el de selección, donde un mismo postulante contaba con la flexibilidad instrumental de poder aplicar en diversas clases de cargos al mismo tiempo, pero sin mayores diferencias en razón de la nomenclatura asignada, aspecto que se mejora con la integración de la estructura ocupacional hoy vigente y que permite la conciliación de los registros de elegibles y una clara composición de los mismos asociados por las clases ocupacionales reorganizadas. (Entrevistas, 2012). 

Flexibilidad del diseño de puestos y perfiles (2.3)
La introducción efectiva de las competencias blandas en la definición de los perfiles es una asignatura pendiente, si bien hay que reconocer que se están realizando esfuerzos teóricos y prácticos para comenzar a abordar la temática. Por un lado, la DGSC elaboró un estudio conceptual para el diseño de un modelo de gestión de RH por competencias que se propone estudiar desde una perspectiva teórica diversos enfoques de competencias aplicables a la administración pública. Según se señala “en razón de la importancia que actualmente reviste la Gestión por Competencias Laborales y cuya metodología ha sido adoptada por varios países latinoamericanos, se hace necesario contar con un estudio que estructure la futura aplicación de un Modelo de Gestión de RH por competencias laborales aplicable a las Instituciones cubiertas por el ámbito del Régimen de Servicio Civil” (DGSC, 2011b: 6). 

A partir de esto, se establecieron las dimensiones y competencias generales de los funcionarios públicos, incluyendo el nivel requerido para cada una de ellas (Muy Alto, Alto, Medio, etc.) y su operacionalización (Aguilar Cubillo y Fonseca Sandoval, 2010)
. 

Ya desde el punto de vista práctico, el manual general de clases incluye, además de los conocimientos, las habilidades y actitudes generales que se requieren según la naturaleza del puesto y las condiciones organizacionales y ambientales, lo cual es importante para el posterior proceso de reclutamiento y selección. 

Asimismo, los manuales específicos de aquellas instituciones que los poseen, contemplan habilidades (ej. iniciativa, creatividad, autocontrol, etc.) y actitudes (ser receptivo a críticas, disposición al cambio, trato amable, etc.) para las respectivas clases de puestos.  

A pesar de esto, aún no se puede considerar que el enfoque por competencias tenga una aplicación global en el conjunto de la administración pública costarricense, sino que son las propias instituciones y entidades autónomas las que deciden su alcance y aplicación. 

2.3. Gestión del Empleo
“Este subsistema de la GRH incorpora el conjunto de políticas y prácticas de personal destinadas a gestionar los flujos mediante los cuales las personas entran, se mueven y salen de la organización. Es un subsistema complejo, dentro del cual deben ser analizadas algunas de las áreas más relevantes de la GRH” (Longo, 2002: 18).
Reclutamiento abierto (3.1)

Según lo señala el art. 192 de la Constitución Política, el sistema de reclutamiento es efectivamente abierto a todos los postulantes que cumplan los requisitos para participar. En la práctica, cuando se produce una vacante existen diferentes posibles procedimientos para ocupar el cargo: (i) promoción directa, por parte del superior, de un servidor que ocupe el puesto inmediatamente inferior al vacante, mientras este cumpla los requisitos de la convocatoria y tenga el cargo “en propiedad”; (ii) concurso interno cerrado o interno ampliado, en el primero con posibilidad de participación de servidores de la propia institución que posea la vacante y en el segundo ampliado a todos los servidores del régimen de servicio civil; y (iii) concurso externo, abierto también a personas que no se desempeñen en la función pública. 

En lo referido a las instituciones que forman parte del gobierno central, existe la percepción de que el mecanismo de concursos externos se encuentra institucionalizado, adecuadamente gestionado por la DGSC (difusión a través de diversos medios, recepción de postulaciones, realización de las pruebas, administración del registro de “elegibles”, etc.), y constituye uno de los principales canales de acceso al servicio civil
. Sin embargo, esto es más relativo en las instituciones autónomas, las cuales poseen la atribución de definir el instrumento a aplicar. En estos casos, puede haber prevalencia de las promociones directas y/o los concursos internos por sobre los concursos externos, y eso no necesariamente garantiza el acceso meritocrático y transparente (Entrevista, 2012).  

Uno de los aspectos críticos que subsiste y afecta la gestión del empleo costarricense son los denominados cargos “interinos”, que refieren a servidores en ocupación de un cargo sin la mediación de un concurso y sin poseer el nombramiento definitivo (cargo “en propiedad”). Se calcula que aproximadamente el 35% de la masa de los trabajadores del sector educación (Título II) y el 15% de los servidores de la carrera administrativa (Título I) poseen este estatus  (Entrevista, 2012). A esto debe agregarse que no son pocos los casos en que la situación de interinato se prolonga por varios años (Entrevista, 2012). 

La elevada proporción de interinos, especialmente en el Título II, que representa más de las 2/3 partes de dotación total del gobierno central, es un elemento disfuncional a la calidad de la gestión del empleo, principalmente porque reduce la cantidad de concursos meritocráticos y a la vez afecta el grado de apertura del sistema
.   
Otro de los aspectos a considerar es la gran carga de trabajo que recae sobre la DGSC debido a la magnitud de postulaciones recibidas en los concursos realizados (especialmente en los de Título II) y en virtud del fenómeno de las “postulaciones múltiples” que muchos servidores hacen. Una de las consecuencias directas de este hecho es la demora que existe entre el momento en que una cobertura de cargo por concurso es realizada por una institución y la efectiva remisión de las nóminas o ternas por parte de la DGSC, lo cual en ciertos casos motiva el nombramiento “interino”. Más allá de las variaciones que pudieran existir, se trata de una cuestión de suma importancia a la hora de repensar el esquema de gestión centralizada de los concursos y una eventual desconcentración/facultación progresiva en las ORH.      
Igualdad y mérito en el acceso (3.2)  
Existe consenso general acerca de que el sistema de selección funciona con adecuadas garantías de igualdad y transparencia. Se reconoce que las altas capacidades técnicas de la DGSC y su independencia de criterio cumplen un papel determinante en ello. También goza de buena aceptación la Comisión de Ascenso para concursos internos, que tiene la función de fiscalizar el proceso y se encuentra compuesta por los diferentes actores involucrados -el sector profesional y el de apoyo, la DGSC, la ORH de la institución y un representante de la autoridad política institucional (art. 12, Decreto 24.025-95). 

En 2011 se creó la figura de los Comités de Reclutamiento y Selección Sectoriales (CORSELES) cuya función es el mantenimiento y actualización de los registros de elegibles en clases de puestos “no iniciales” (art. 3, Resolución 486-2011). Para ello, los CORSELES reciben el control, asesoramiento y asistencia de representantes del área de Reclutamiento y Selección de Personal de la DGSC (art. 1). Estos comités, además de significar un primer paso hacia la desconcentración de funciones, están pensados como instrumentos funcionales a la preservación de la igualdad, el mérito y la transparencia. Otro de los efectos que se espera de los nuevos comités es que contribuyan a ampliar el registro de postulantes incorporando candidatos de todo el país. Hasta la fecha, se han creado once CORSELES que apoyan a la DGSC en la administración de los registros de elegibles (Entrevista, 2012).  
Asimismo, el desarrollo e implantación de TICs en la gestión de las personas ha impactado favorablemente en el reclutamiento y selección (especialmente en los servidores de Título II), no solamente haciendo más eficiente el proceso (aplicaciones online) sino además incrementando la difusión y transparencia de los parámetros de convocatoria (Entrevista, 2012).        

Otro punto destacable es que a partir de la ley 8.600, que establecía garantías y oportunidades para las personas con alguna discapacidad, pero especialmente mediante la ley 8.862 (2011) se ha construido un entramado legal a nivel del Estado (ej. la Comisión de Empleabilidad para Personas con Discapacidad y la Comisión Interinstitucional de Ofertas de Personas con Discapacidad) que ayuda en la adopción de las bases de selección para trabajar con discapacitados. La normativa exige ir apartando plazas para esta población hasta un máximo de 5% de la planilla del Estado.  

Como contraposición a estos avances, puede mencionarse como debilidad el alto número de cargos interinos, que abre una grieta a potenciales decisiones discrecionales.   

Calidad del reclutamiento y de la selección (3.3) 
La selección de los candidatos se realiza sobre la base de la evaluación de los requisitos  establecidos para cada clase de puesto en el manual de puestos del régimen de servicio civil, mediante la aplicación de pruebas y test cognitivos y de personalidad tomando como parámetro un conjunto de factores generales o “criterios de éxito” para el caso de la DGSC tales como habilidades, destrezas y conocimientos genéricos o especiales. Para los puestos profesionales rige la evaluación de la titulación académica obtenida. 

Algunas instituciones, como por ejemplo el ICE (Instituto Costarricense de Electricidad), realiza una evaluación más centrada en las competencias blandas, teniendo como referencia un Diccionario de Competencias que sirve para la elaboración del perfil y la selección de los postulantes. Dentro de las instituciones que pertenecen al gobierno central, el Ministerio de Salud y el Registro Nacional también se encuentra aplicando este tipo de enfoques. Pero en las restantes entidades, esta clase de evaluación es más bien genérica sobre el perfil de competencias del servidor público que se aplica en la DGSC (Entrevista, 2012). 

Como ya se refirió, en la actualidad está en marcha un proyecto de Gestión por Competencias (con financiamiento del Gobierno de Colombia) que tiene como objetivo el diseño de un modelo metodológico aplicable a las instituciones del régimen de servicio civil y que permita proponer políticas y lineamientos técnicos en la materia (DGSC, 2011b).  

Movilidad (3.4) 
El marco normativo establece que los traslados y reubicaciones podrán ser determinados unilate​ralmente por la administración, siempre que no cause grave perjuicio al servidor (arts. 22 bis, 50 y 120 del Reglamento ESC). De esta forma, es potestad de la autoridad reubicar al servidor donde más se necesite, según su perfil. 

Esta disposición, sin embargo, hasta hace poco tiempo no era aplicable a docentes y enfermeras, quie​nes por disposiciones legales concursaban para un centro educativo u hospital determinado. Esta rigidez era significa​tiva debido a la gran magnitud de servidores de estos servicios. Por ello, recientemente se estableció flexibilizar la zona de desempeño de docentes y personal sanitario, y con ello el margen de movilidad, determinando que la elección debe realizarse “por distrito” y ya no “por establecimiento”.  

Otra fuente de movilidad radica en los propios mecanismos de cobertura de puestos, ya que una porción importante de los postulantes a los cargos vacantes en las diferentes instituciones ya son funcionarios públicos. 

Desvinculación (3.5/3.6) 
El sistema prevé la rescisión del empleo por razones económicas, administrativas y de bajo rendimiento. El régimen de despido se encuentra regulado en el Estatuto y los trabajado​res pueden ser despedidos por cometer faltas graves, por malas calificaciones o por reor​ganizaciones. Para los funcionarios de otras instituciones no integradas al gobierno central rigen normas similares. Las organizaciones que tienen con​venciones colectivas procesan generalmente sus despidos por medio de juntas de relacio​nes laborales. Es un derecho del funcionario el debido proceso en caso de despido, ya sea por causal de destitución o reorganización para un mejor servicio público. 
Si bien está previsto que la evaluación de desempeño pueda implicar decisiones sobre desvinculaciones (una evaluación “Muy malo” o “Ineficiente” o dos evaluaciones “Malo” o “Deficiente”) en la práctica no existen despidos por estas causas (Entrevista, 2012). 

Por último, Costa Rica sigue caracterizándose por ser un servicio civil muy estable frente a los cambios políticos, con una muy baja rotación de funcionarios de diverso nivel tras las coyunturas electorales.  

2.4. Gestión del Rendimiento XE "4) Gestión del Rendimiento" 
Se considera la gestión del rendimiento como un proceso que incluye la planificación del rendimiento, que se traduce en la definición de pautas o estándares de rendimiento, el seguimiento activo del rendimiento a lo largo del ciclo de gestión, observando el desempeño de las personas y apoyándolo, la evaluación del rendimiento, contrastando las pautas y objetivos de rendimiento con los resultados y la retroalimentación o "feedback" al empleado.
Planificación del rendimiento (4.1) 
En los últimos tres años, Costa Rica ha logrado avances en lo referente a la gestión del rendimiento. La situación en este plano en el momento del diagnóstico precedente mostraba evidentes debilidades en cuanto a la aplicación plena y regular de la evaluación, con alta discrecionalidad institucional para decidir la posibilidad de evaluar y cómo hacerlo, aun cuando la práctica evaluativa tenía larga tradición en algunas instituciones de la función pública costarricense. Pero incluso en los casos donde se la llevaba a cabo con mayor regularidad, la impresión general es que la evaluación no permitía disponer de información oportuna y confiable sobre la calidad del rendimiento de los servidores públicos, reduciendo de este modo su importancia como insumo para la toma de decisiones (Aguilar Montoya, 2010). 

A raíz de ello, a partir de 2009 se comenzó a desarrollar un proceso de fortalecimiento de la evaluación sobre la base de la definición de objetivos y metas vinculadas al PND, planes estratégicos institucionales y POI, que resulten medibles y ayuden a alcanzar los objetivos finales de incrementar la eficiencia organizacional y mejorar la calidad de vida de los ciudadanos (Quirós, 2010). Ello implicó, como se analiza luego, el diseño de un Marco Regular Común para el régimen de servicio civil que sirviera de encuadre de los Modelos de Evaluación de Desempeño Institucionales (MEDI).  

Una de las características comunes de los MEDI, y que deriva de lo establecido por el marco regular común, es la generación de un acuerdo de desempeño (denominado Expectativas de Desempeño) donde se incluyen para cada uno de los servidores públicos los objetivos y metas a alcanzar y cómo eso aporta a la cadena de valor institucional. En las instituciones donde la evaluación bajo este nuevo enfoque está siendo aplicada, estos acuerdos de desempeño no solamente se establecen para los niveles superiores sino también para los medios y bajos.  

Uno de los principales desafíos a futuro es del orden metodológico, y refiere a la necesidad de contar con indicadores consistentes para la medición del rendimiento individual, especialmente considerando la intención de vincularlo con el desempeño institucional y los objetivos macro incluidos en las estrategias institucionales y del gobierno en general, compromiso tomado por la DGSC para una segunda fase según los compromisos de la institución incluidos en el PND vigente. 

Seguimiento del rendimiento (4.2/4.3)
El marco regular común diseñado por la DGSC identifica cinco Componentes de Desempeño Genéricos: (i) servicio al usuario; (ii) eficiencia; (iii) competencia; (iv) flexibilidad; y (v) mérito a los cuales se asocian una amplia y diversa gama de dimensiones de desempeño institucional a ser evaluadas y que son seleccionadas por las organizaciones bajo el régimen de servicio civil de un denominado Catálogo de Dimensiones del Desempeño Institucionales emitido al efecto por la DGSC.

A su vez, el marco regular contempla cinco niveles de desempeño: (i) muy por debajo del básico esperado; (ii) conforme al mínimo esperado; (iii) promedio por encima del básico esperado; (iv) conforme a lo esperado; y (v) destacado que excede extraordinariamente lo esperado (Aymerich Sánchez, 2010). Las calificaciones de “excelente” sólo pueden ser asignadas a “funcionarios que aportan a la gestión institucional global más allá de las expectativas de desempeño individual establecidas al inicio del período de evaluación” (Entrevista, 2012) y cuando dicha calificación supera el 20% de las personas evaluadas, el reglamento obliga a hacer una justificación detallada de la misma.      

Según lo establece la Guía de Aplicación (DGSC, 2009) la evaluación de desempeño tiene los siguientes usos/objetivos: (i) determinar las necesidades de capacitación y desarrollo de personal; (ii) conceder permisos, incentivos salariales y promociones (carrera administrativa) del personal; (iii) sustentar criterios para la reducción forzosa de personal o políticas de retención de los mejores servidores; y (iv) establecer políticas de planificación de RH y reubicación de servidores para el mejor aprovechamiento de sus conocimientos, destrezas, habilidades y potencialidades.
La normativa indica que las instituciones son las encargadas de elaborar su propio instrumento de evaluación (MEDI). A la fecha, 25 instituciones del Gobierno Central aproximadamente el 55% contaban con sus propios MEDI aprobados por la DGSC, mientras que el 37% (equivale a 17 instituciones) se encontraba en estado de revisión y el 6% en desarrollo (Entrevistas, 2012). Las instituciones, una vez diseñado su MEDI, tienen la responsabilidad de administrarlo con el asesoramiento de la DGSC.  

Tal como se mencionó antes, uno de los  principales desafíos del diseño de los MEDI se basa en la necesidad de lograr una adecuada operacionalización de las Expectativas de Desempeño, encontrando una correspondencia metodológicamente consistente entre los objetivos y metas por un lado, y los indicadores que permitirán ir monitoreando su estado de avance por el otro. Según algunos observadores, actualmente se registran dificultades en este punto a partir de indicadores que no necesariamente estarían teniendo la sensibilidad suficiente para capturar el rendimiento de los servidores individuales y/o su aporte en la cadena de valor institucional. Otro importante desafío es lograr compromiso real de parte de los directivos y las ORH en el establecimiento de indicadores que permitan la medición “objetiva” del rendimiento, puesto que actualmente los modelos permiten hacer diferencias entre los diversos niveles de desempeño (Entrevistas, 2012).
2.5. Gestión de la Compensación

Este subsistema de la GRH incluye la gestión del conjunto de compensaciones retributivas (salariales y extra salariales) y no retributivas que la organización satisface a sus empleados, en concepto de contraprestación a la contribución de éstos a los fines de la organización, que se expresa mediante su trabajo (Longo, 2002: 18).

Equidad interna y competitividad externa de las remuneraciones (5.1) 

Uno de los principales desafíos que enfrenta la función pública costarricense es la baja competitividad externa de las instituciones del gobierno central. La particularidad a destacar (diferente de lo que ocurre en varios de los países de la región), es que los problemas de competitividad son más severos entre las propias instituciones del sector público que entre este y el sector privado. Esto es consecuencia de la ya mencionada fragmentación de regímenes y de la posibilidad que tienen las entidades autónomas de estructurar su propio sistema retributivo, lo cual provoca frecuentemente en los servidores la intención de incorporarse al sector autónomo, mucho mejor remunerado. De esta forma, la verdadera competencia de las instituciones del régimen de servicio civil no está fuera del sector público, en el sector privado, sino dentro de él, en el sector de las entidades descentralizadas. 

A su vez, la mayor capacidad remunerativa de las entidades autónomas se convierte en una inequívoca fuente de inequidad interna, ya que trabajadores de nivel equivalente pueden estar percibiendo retribuciones muy diferentes según la institución a la que pertenezcan (DGSC, 2010). 

A raíz de esto, según se consigna en DGSC (2010) se comenzaron a tomar una serie de medidas sostenidas en el tiempo para mejorar la posición relativa de las instituciones rezagadas. En primer lugar, se han venido emitiendo resoluciones de incremento en las bases salariales de los estratos Técnico, Calificado, Operativo, Profesional, Gerencial, Docente, Técnico y Administrativo Docente, a lo que se suma la participación de la DGSC en la Comisión Negociadora de Salarios
. 
En segundo lugar, con la finalidad de reducir la inequidad, mejorar la competitividad y lograr retener a los RH calificados, se continuó aplicando durante 2009 y 2010 la política del “percentil 50”. Dado que esta política se aplicó exclusivamente para los sectores profesionales (donde los estudios mostraban que se estaban produciendo las mayores fugas hacia las entidades descentralizadas) en 2010 se emitió un recurso extraordinario de actualización salarial (entre el 5% y el 17%) para los estratos no profesionales.  

En tercer lugar, esta política se complementó con la reestructuración ocupacional de perfiles de los cargos de los estratos profesional y gerencial), lo que permitió paulatinamente actualizar el valor relativo de los puestos de trabajo y eliminar varios niveles ocupacionales. 

Además, se han creado instrumentos normativos para que los sistemas salariales de las instituciones internas y externas al régimen de servicio civil vayan gradualmente cerrando la brecha
. 

Por último, se comenzó a revisar el sistema de pluses salariales para alinearlo con la función que se desempeña, con el valor agregado y la productividad. Esto implica un planteamiento progresivo, a largo plazo, que involucra recargos y sobresueldos del sector educación, carrera profesional, dedicación exclusiva y sobresueldos en general. Esto apunta a reducir otra gran fuente de inequidad interna, ya que los pluses generaban situaciones donde un subordinado con larga antigüedad podía percibir una remuneración superior a la de su jefe (Aguilar Montoya, 2010). 

A pesar de estas medidas, se considera que persisten los problemas de inequidad y competitividad, entre otras cosas porque ante la política de percentil 50 aplicada en las instituciones del régimen de servicio civil, las autoridades de las entidades externas al mismo tiempo autorizaron aumentos salariales adicionales, lo cual evidencia que el problema de fondo en términos de gestión de la compensación (así como también de otras políticas y procesos) es la falta de una rectoría global para el conjunto de la función pública, y con ello la aplicación de políticas estratégicas también globales
. 
Eficacia del sistema de remuneraciones (5.2/5.3)  

Si bien estudios realizados por la DGSC (2010) muestran que los costos generales del salario no son excesivos en relación con los del sector privado y con los de otras instituciones externas al régimen de servicio civil, tal como se indicó anteriormente las entidades descentralizadas dispusieron aumentos salariales que en los hechos neutralizó los efectos positivos de las políticas aplicadas en el régimen de servicio civil (percentil 50), presionando de esta forma las finanzas públicas y contribuyendo a la necesidad de emitir medidas de contención del gasto. 

Por su parte, en relación al estímulo de los servidores públicos, hay que mencionar que la DGSC  ha emitido normativa regulatoria de los diferentes incentivos salariales, tales  como carrera profesional, aumentos anuales,  aumentos por costo de vida, pago de prohibición, dedicación exclusiva,  riesgo penitenciario,  peligrosidad, disponibilidad, entre otros. A esto deben añadirse las mejoras logradas en los últimos años, que también han significado un estímulo adicional para los servidores públicos del régimen de servicio civil. 

Sin embargo, es posible identificar dos asignaturas pendientes. La primera es superar la todavía existente disparidad entre las instituciones del servicio civil y las entidades descentralizadas, lo que de alguna forma puede impactar negativamente en la motivación y sentido de pertenencia de los trabajadores del primer ámbito. La segunda consiste en fortalecer el diálogo de la gestión de las remuneraciones con otros procesos claves como la gestión del rendimiento y la gestión del desarrollo principalmente, aun cuando se da una cierta conexión en materia de adjudicación de incentivos (aumentos anuales), carrera profesional y desempeño principalmente.    

Coherencia estratégica del sistema de remuneraciones (5.4)

Si bien, como se vio, se han tomado medidas para equilibrar el sistema de remuneraciones y reducir los efectos nocivos que esto tiene en términos de equidad, competitividad y motivación, sigue siendo necesario tomar medidas de fondo que permitan dar coherencia global al sistema. La razón de fondo de la situación actual radica en multiplicidad de escalas salariales existentes y la ausencia de una rectoría global, lo cual lleva a la configuración de “dos mundos” distintos: el de las instituciones del régimen de servicio civil y el de las entidades descentralizadas -mucho más competitivo y atractivo en materia de remuneraciones- (Aguilar Montoya, 2010). 
Una expresión de esto ha sido lo ocurrido con la política de percentiles, donde la decisión tomada para las instituciones del servicio civil con el objetivo de mejorar la equidad y la competitividad inmediatamente fue asumida por las entidades autónomas como un peligro a su mejor posición remunerativa.  

En este contexto, uno de los proyectos que impulsan diversos sectores gubernamentales, entre ellos la DGSC, es la introducción del Salario Único, que tiene como objetivo redefinir los incentivos salariales mediante la asignación de un mejor nivel remunerativo en los primeros años de la carrera de un servidor a cambio de un incremento menos pronunciado en el tiempo. Estos incentivos de corto y mediano plazo (en detrimento de los de largo plazo) tienen como finalidad hacer más atractivo el ingreso y permanencia de los servidores en las instituciones del régimen de servicio civil, desincentivando su “fuga” hacia las entidades autónomas. Sin embargo, a la fecha, el proyecto de salario único enfrenta las resistencias de algunos sectores importantes, como por ejemplo el de educación, donde los conceptos de “adicionales” e “incentivos” tienen mucho peso en la remuneración total.  Dicho modelo se implementaría a futuro, especialmente para los servidores de nuevo ingreso.

El otro proyecto motivado en las actuales dificultades del sistema de remuneraciones es la Ley General de la Relación Pública de Servicio que próximamente tendrá discusión parlamentaria, y con el cual se busca, entre otras cosas, dar coherencia estratégica salarial al conjunto del sector público. 

2.6. Gestión del Desarrollo XE "6) Gestión del Desarrollo"  
En el concepto de Gestión del Desarrollo se engloban: las políticas de promoción y carrera, que articulan los procesos por medio de los cuales las personas progresan tanto en su aportación como en el reconocimiento organizativo de la misma, y las políticas de formación, destinadas a garantizar los aprendizajes individuales y colectivos necesarios para el logro de las finalidades organizativas, desarrollando las competencias de los empleados y estimulando su progresión profesional (Longo, 2002: 18). 

Eficacia del sistema de promoción y calidad del diseño de carrera (6.1/6.2) 

Tanto el Estatuto del Servicio Civil como su reglamento contemplan mecanismos de ascenso en la carrera administrativa. Por ejemplo, según lo establece el art. 20 del reglamento, los ascensos a una clase inmediatamente superior podrán ser decididos por el jefe siempre y cuando el servidor cumpla con los requisitos (rendimiento eficiente y antigüedad principalmente). Por su parte, cuando se trata de un ascenso a una clase diferente de la inmediatamente superior, el mecanismo señalado por la normativa es el concurso interno (art. 21) gestionado por la ORH y supervisado por la DGSC
. 

Sin embargo, en la práctica lo más frecuente es encontrar que al producirse una vacante, la institución envía la solicitud a la DGSC para realizar un concurso externo y, en menor proporción, la plaza es cubierta a través de la promoción o el concurso interno. Una consecuencia de esto es la gran cantidad de postulaciones de servidores en funciones que reciben los concursos externos, los cuales, a falta de la aplicación efectiva de los mecanismos existentes normativamente, son visualizados como el canal de ascenso más efectivo. 

Ante esto, en los últimos dos años la DGSC ha venido trabajando en disposiciones e instrumentos tendientes a la aplicación de las promociones y los concursos internos. Una de las más interesantes es el Índice de Desarrollo y Fortalecimiento de la Carrera Administrativa  en el Servicio Civil (IDFCA) cuya finalidad es evaluar el mantenimiento y sostenibilidad del sistema, y la actualización del registro de elegibles, para lo cual se toma como referencia la efectiva realización de los concursos internos y las promociones. Según un estudio elaborado por la DGSC (2011c) el IDFCA experimentó un baja de aproximadamente el 2,5 puntos del primer al segundo semestre de 2010 (de 23,47 a 21,06) y una posterior suba de 3 puntos al primer semestre de 2011 (de 21,06 a 24,13). Como señala el informe “se evidencia que las variables con menor fortaleza en el período son la Planificación de la Carrera Administrativa y la variable Impacto de la Norma, la primera referida a la programación y asignación de recursos determinados para dar mantenimiento y desarrollo al Sistema de Carrera Administrativa en el Régimen de Servicio Civil, y la segunda referida a la utilización de los registros de elegibles desarrollados para resolver las vacantes del período por la vía de Concursos Internos o Cuadros de Reemplazo” (DGSC, 2011c: 1). Esto va en línea con la percepción, aún extendida, de que si bien cuando existen mecanismos instalados, no siempre se percibe en los servidores públicos un “sentido de carrera” (Entrevista, 2012). 

Calidad de la formación y gestión de la formación (6.3/6.4/6.5)
La formación y capacitación son consideradas por el Estatuto y su reglamento como un derecho y a la vez deber de los servidores públicos. Dado que la función tiene un alto grado de descentralización, son las propias instituciones quienes planifican y ejecutan sus propias actividades de formación y capacitación. 

En términos de planificación, la mayoría de las instituciones elabora su propio plan anual de capacitación a través de los mecanismos que considere más convenientes. Por lo general se elaboran diagnósticos de brechas de capacitación, pero varían en torno a la fuente, ya que algunas instituciones dan mayor participación a los propios servidores en la identificación de esas necesidades, mientras que otras toman como referencia la opinión del superior. También, en algunos casos, la evaluación de desempeño se considera un insumo a tener en cuenta, aun cuando la normativa en el tema obliga a considerarlo como tal. Actualmente, la DGSC está promoviendo que dichos planes de capacitación contemplen lo establecido por el PND y el aporte particular que la institución debe realizar para su logro.    

Muchas de estas actividades son canalizadas por las propias instituciones. En otros casos, las instituciones acuden a otros canales tales como los convenios con universidades u organizaciones de la sociedad civil, el financiamiento de organismos de cooperación internacional y, como es más habitual en el último tiempo, los convenios con otras instituciones del sector público. Además existe el denominado Fondo de Capacitación Permanente, creado en 1995 y restablecido en 2009 (Ley 7.454, art. 6) cuya finalidad es el financiamiento de “becas y préstamos para capacitar funcionarios públicos y sustentar el programa de entrenamiento  permanente de funcionarios del Estado” (Entrevista, 2012).   En paralelo, un papel importante ha jugado el Consejo Nacional de Préstamos para la Educación CONAPE, facilitando préstamos blandos a los estudiantes de educación superior y posgrados que lo requieran y cuyo pago se realiza  posterior a la titulación. 

La DGSC, en tanto órgano central del Subsistema de Capacitación y Desarrollo (SUCADES), interviene en el sistema de formación y capacitación, dando aprobación a los planes institucionales por medio del Centro de Capacitación y Desarrollo (CECADES) centro que imparte cursos sobre temas de gestión pública. Uno de los desarrollos que más fuerza ha tenido en los últimos dos años es la capacitación virtual, lo cual ha permitido ganar en eficiencia gracias a la reducción del costo de las actividades y el incremento de la cobertura. Por su parte, la Caja Costarricense de Seguro Social cuenta con el Centro de Desarrollo Estratégico e Información en Salud y Seguridad Social (institución con 50 mil servidores), que se ocupa de la capacitación en el campo de la salud y la seguridad social. Finalmente, el ICE (institución con 24 mil servidores) cuenta con su propia “universidad corporativa” (Entrevistas, 2012).   

No obstante, si bien existe la percepción de que, lentamente, la capacitación está ganando lugar en las agendas de las instituciones, y que el CECADES impulsa iniciativas valiosas (ej. la gestión informatizada de los formularios de capacitación, la impartición del curso  planificación de la capacitación, etc.), aún es preciso fortalecer la función fortaleciendo y aplicando de manera uniforme en el conjunto de las instituciones del servicio civil (y del sector público si eso resultara posible) los criterios, principios e instrumentos propios de la función, de forma tal de reducir la heterogeneidad actual.
Un punto importante a destacar es que se está comenzando a trabajar la evaluación del impacto de la capacitación. Actualmente, se cuentan con procedimientos para evaluar tanto al curso impartido como al instructor. Cuando el curso es de “aprovechamiento”, la evaluación se extiende al participante
. 

Dada la complejidad metodológica que conlleva evaluar la tasa de retorno de las capacitaciones tomadas por los servidores, por el momento se ha optado por medirla a través de la evaluación del desempeño anual (Entrevista, 2012). 
2.7. Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales 
Este subsistema abarca las relaciones que se establecen entre la organización y sus empleados en torno a las políticas y prácticas de personal cuando, por razones diversas, éstas adquieren una dimensión colectiva. Incluye la gestión del clima organizativo y las prácticas de comunicación, la gestión de las relaciones laborales y la gestión de las políticas sociales (con especial énfasis en la salud laboral) (Longo, 2002:18).

Gestión del clima y la comunicación (7.1 / 7.2) 

Se registran mejoras en cuanto a la gestión del clima organizacional como consecuencia de un mayor interés en las políticas referidas a este tema. Un reflejo de esto es la Directriz 042-P-2010 que promueve la ejecución e implementación de planes de monitoreo del ambiente, cultura y clima organizacional.  

La propia DGSC ha elaborado un estudio de imagen ante usuarios y recientemente el Ministerio de Trabajo desarrolló un estudio de clima. Actualmente, la DGSC prevé impulsar un proyecto de evaluación del clima laboral en diferentes instituciones del régimen de servicio civil (Entrevista, 2012).   

Al menos desde 2010, la DGSC viene poniendo bastante énfasis en la necesidad de que las instituciones hagan gestión del clima interno. Para ello, ha promovido la incorporación de profesionales (psicólogos, trabajadores sociales, etc.) al plantel de las ORH para apoyar, entre otras cosas, la realización de estudios en el tema. 

Además ha creado instancias que implican la comunicación y coordinación con las ORH tales como la Asamblea de Jefes de RH, el Consejo Técnico Consultivo, el Comité Técnico Funcional de INTEGRA y sus diversos comités de expertos funcionales, el Consejo Gerencial de MEP DIGITAL (INTEGRA II) el Subsistema de Capacitación y Desarrollo (SUCADES), el Consejo de Capacitación y el Consejo interinstitucional de Teletrabajo, todo lo cual es apoyado con la actualización permanente de la página web. 

Por su parte, sigue siendo una cuenta pendiente fortalecer la función de comunicación a nivel institucional, que encuentra un desarrollo adecuado en algunas de las ORH con mayores capacidades (ej. Ministerio de Salud y algunas entidades autónomas), y en la propia DGSC. Una oportunidad de mejora para ello ha sido la puesta en funcionamiento de la Contraloría de Servicios, un canal institucional para la recepción de demandas ciudadanas que ha obligado a mejores maneras de coordinar y comunicar internamente (Entrevista, 2012). 

Equilibrio y Calidad de la Relaciones Laborales (7.3) 

En términos generales, la función pública costarricense se caracteriza por un espíritu dialoguista y de consenso. No obstante, es posible identificar algunos matices. Por ejemplo, en los temas más acotados a lo institucional, tales como la violación de derechos de los servidores en alguna instancia puntual, suelen ser procesados de forma más rápida y consensuada que lo que ocurre con temas de alcance más amplio tales como las negociaciones salariales o la emisión de normativas sobre el servicio civil en su conjunto. En este segundo caso, la acción de los actores sindicales y el gobierno suele ser relativamente más confrontativa, tal como lo muestran las discusiones paritarias semestrales (en ocasiones resueltas mediante decretos), ciertas  directrices presidenciales (rectoría política del régimen del servicio civil, control del gasto, etc.) y posiblemente el flamante proyecto de Ley General de la Relación Pública de Servicio.     

Gestión del conflicto laboral (7.4) 

Si bien el sector público de Costa Rica posee una tasa de sindicalización superior a la del sector privado, no se puede decir que se caracterice por el elevado conflicto y la contundencia de los medios utilizados. Esto no quita que en sectores típicamente numerosos en cantidad de afiliados y fuertemente sindicalizados como el personal educativo y sanitario puedan registrarse coyunturas de conflicto que pueden incluir acciones tales como medidas de fuerza y movilizaciones, en especial en las épocas de discusión salarial. Algo similar ocurre con la Asociación de Empleados Públicos y Privados (ANEP) uno de los principales sindicatos de la Federación Nacional de Trabajadores de los Servicios Públicos. 

Es importante destacar que como medios de diálogo y negociación existen la Comisión Negociadora de Salarios del Sector Público, la Comisión Negociadora de Convenciones Colectivas, el Tribunal de Escalafón Médico Nacional, la Comisión Gubernamental para la Solución de Conflictos para los Profesionales en Ciencias Médicas (entre otras), en las cuales están presentes, además de la DGSC, el MTySS, el Ministerio de la Presidencia, el MH, organizaciones sindicales y, cuando corresponda, la representación de instituciones particulares (ej. la Caja Costarricense de Seguro Social).

2.8. Organización de la Función de Recursos Humanos 

Este recorrido por los subsistemas que integran la GRH debe completarse con el análisis de los mecanismos de administración del sistema, y en concreto con el de la distribución de las decisiones sobre el personal por parte de los diferentes actores responsables (Longo, 2002: 18).

Responsabilización de los directivos (8.1)

Una de las características del servicio civil costarricense es la solidez de su franja directiva. En este sentido, existe amplio consenso acerca de que la estabilidad del sistema y su fuerte orientación al mérito han permitido que el estamento directivo sea uno de los más profesionalizados de la región. Existe un elevado grado de tecnificación y experiencia en los profesionales de este nivel que en parte de explica por la gran estabilidad en sus funciones, ya que los cambios de gobierno no significan el desplazamiento masivo de funcionarios. A esto debe añadirse que aun cuando los puestos tengan el carácter de libre nombramiento y remoción (ej. el cargo de director general) existen un conjunto de requisitos de profesionalismo, capacidad y mérito que los candidatos deben cumplir para acceder a ellos. Esto explica por qué una proporción más significativa de esos puestos, y más elevada de lo que se da en otros países, está ocupada por funcionarios de carrera. 

La voluntad de continuar fortaleciendo la función directiva se ve reflejada en el nuevo Modelo de Rendimiento por Competencias diseñado por la DGSC, en el cual se contemplan criterios e instrumentos específicos para la función, y en el que tiene un lugar preponderante la responsabilidad, la ética y la obtención de resultados,  así como también el posicionamiento de los directivos de su rol de gestores de los recursos humanos (impulsado por la DGSC mediante la Directriz Presidencial 042/2010).

Uno de los desafíos para la gestión de este segmento es la articulación de planes de formación y capacitación que permitan la adquisición de conocimientos y de competencias específicas de la función, y construya sinergia con el nuevo modelo de rendimiento.   

Institucionalidad del servicio civil (8.2) 
Otro de los puntos sólidos del sistema es, sin duda, su rectoría. La DGSC es claramente la institución referente del sistema y así lo reconocen el resto de las instituciones del régimen de servicio civil e incluso otros poderes, municipalidades y demás entidades descentralizadas.  Dispone de altas capacidades técnicas que hacen posible no solamente la planificación estratégica de las políticas de RH, la generación de normativas y reglamentaciones de diverso nivel y la coordinación de las ORH, sino también la gestión de forma directa de procesos clave de la gestión de RH. Uno de los ejemplos paradigmáticos de esto último es la centralización del reclutamiento y selección, proceso central especialmente voluminoso que demanda mucha coordinación y capacidad operativa. 

La DGSC tiene en marcha un Sistema de Gestión de Calidad que sobre la base de un conjunto de normas interrelacionadas busca administrar de forma ordenada la calidad de la institución (en su estructura, procedimientos y procesos) con la finalidad de lograr la mejora continua (DGSC, 2011e). La Visión del proyecto es lograr en 2015 ser “una institución líder en la Gestión de RH en la Administración Pública y reconocida internacionalmente por la prestación de servicios de calidad” (DGSC, 2011e: 3).  

Desde 2011, con la sanción parlamentaria de la Ley 8978 se añade el artículo 7 bis al ESC, a partir del cual se otorga la personería jurídica instrumental a la DGSC habilitándola al manejo de su propio presupuesto como herramienta de gestión para el cumplimiento de los objetivos institucionales previstos en el Estatuto.  
Actualmente, uno de los desafíos estratégicos que tiene la DGSC es conservar un rol protagónico en el marco de la rectoría política que la Autoridad Presupuestaria debe ejercer por mandato del Decreto 36.857-MP-PLAN-H. Si bien el marco legal prevé que la DGSC participe como asesor técnico de la Autoridad Presupuestaria, su rol se volverá determinante para brindar una mirada holística del sistema, sin sesgos de ningún tipo, fundamentalmente en un contexto donde existe la decisión política de racionalizar el gasto. 

El segundo desafío central es apoyar el fortalecimiento de las ORH para que, progresivamente, sean capaces de reconvertir su perfil administrativo en uno de carácter más estratégico y de gestión. La decisión de desconcentrar en las ORH algunas de las funciones que hoy gestiona de forma centralizada la DGSC tiene como condición necesaria de éxito la construcción de capacidades en las instituciones receptoras. En los últimos años se ha venido sosteniendo la política de la “facultación”, a través de la cual las ORH deben ir progresivamente asumiendo nuevas funciones, tal como lo establece la Directriz 42/2010, la Resolución DG-347/2011, el Decreto Ejecutivo 35.865-MP (que formula un modelo para su gestión – funcionamiento) y lo recomienda la Contraloría
. 

En este contexto, la incorporación del Capitulo XII Sistema de Gestión de Recursos Humanos (SIGEREH) en el régimen de servicio civil costarricense, apoya la función de RH a partir de la integración de los diferentes actores del sistema. El esquema de organización y funcionamiento del SIGEREH y sus componentes constitutivos (la Asamblea de Jefes de GRH, el Consejo Técnico Consultivo de GRH, la DGSC y el Tribunal de SC), da forma institucional a los diversos procesos de gestión de las personas que deben implementarse sobre la base de un enfoque sectorial de desconcentración funcional con centralización del control.  

3) ÍNDICES PARA LA EVALUACIÓN DE LOS SISTEMAS DE SERVICIO CIVIL 
A continuación se muestran los resultados de las dos mediciones anteriores (recalculados sobre la base de la nueva metodología “calibrada”) y los obtenidos en el presente relevamiento, con el objetivo de hacer un análisis comparativo global que permita identificar mejoras y desafíos pendientes.
	ÍNDICE
	2004
	2009
	2012

	EFICIENCIA 
	40
	50
	50

	MÉRITO 
	67
	73
	73

	CONSISTENCIA ESTRUCTURAL 
	45
	50
	55

	CAPACIDAD FUNCIONAL 
	41
	37
	46

	CAPACIDAD INTEGRADORA 
	40
	40
	45

	INDICE DE DESARROLLO BUROCRATICO*
	47
	50
	54


     * Promedio lineal de los cinco índices. 
Índice de Desarrollo Burocrático (IDB)
Como se puede observar en la tabla de arriba, el índice agregado de Desarrollo Burocrático se incrementó en aproximadamente un 10%, pasando de los 50 puntos obtenidos en la medición 2009 a los 54 actuales. De esta forma, Costa Rica es el segundo país en la región (el otro es Chile, no incluido en el presente diagnóstico) y el primero en la subregión en superar la mitad del puntaje total. 
Puntualmente, el avance se explica por la mejora en los índices de Consistencia Estructural, Capacidad Funcional y Capacidad Integradora, y por el mantenimiento de una alta valoración en los índices de Eficiencia y, especialmente, de Mérito, que reflejan prácticas ya instaladas en Costa Rica desde hace tiempo. 
Eficiencia (E) 

Evalúa el grado de optimización de la inversión en capital humano que resulta detectable en el sistema de servicio civil, así como su congruencia con las magnitudes de la política fiscal y con la situación de los mercados de referencia. En la nueva versión calibrada de la metodología, se relaciona con 4 puntos críticos.
	ÍNDICE
	No.
	PUNTO CRÍTICO
	PUNTUACIÓN

	
	
	
	2009
	2012

	Eficiencia
	1.3
	No existen, en general, excedentes o déficits de personal significativos. 

	2
	2

	
	1.4
	El coste global de las plantillas públicas se sitúa dentro de parámetros razonables y compatibles con la economía del país. 
	3
	3

	
	5.2
	Los costes salariales no son excesivos, en relación con los de mercado, en ningún sector o nivel de puestos.
	3
	3

	
	6.5
	 La formación es objeto de evaluación, que se extiende a la satisfacción producida a los participantes, a la relación entre resultados y costes, y al impacto producido sobre el rendimiento  de las personas en el puesto de trabajo. 
	2
	2


El índice de Eficiencia se mantiene en el nivel de 2009 pero con una puntuación relativamente alta como resultado del equilibrio de las dotaciones y de una estructura del gasto todavía dentro de los parámetros normales para la economía del país, a pesar de los efectos producidos por la política de percentil 50 y los reajustes salariales aplicados en los últimos años. 
El equilibrio fiscal, en el cual el gasto en RH juega un papel importante, es uno de los desafíos más importante que tiene el gobierno costarricense, quien ha emitido directrices con la finalidad de racionalizar las erogaciones en RH y ha mantenido en equilibrio la posición fiscal. 
Otro de los desafíos en términos de eficiencia que la DGSC viene asumiendo es la evaluación de las capacitaciones tomadas por los servidores públicos, de manera tal de contar con parámetros que permitan conocer el impacto o tasa de retorno de las actividades impartidas. 

Mérito (M)  

Evalúa el grado en que el sistema de servicio civil incorpora, en sus diferentes políticas y prácticas,  garantías de uso de criterios de profesionalidad, que protegen a aquéllas de la arbitrariedad, la politización y la búsqueda de rentas. En la nueva versión calibrada de la metodología, se relaciona con 3 puntos críticos.
	ÍNDICE
	No.
	PUNTO CRÍTICO
	PUNTUACIÓN

	
	
	
	2009
	2012

	Mérito
	3.1
	El reclutamiento para la provisión de los puestos de trabajo es abierto, de derecho y de hecho, a todos los candidatos que reúnan los requisitos exigidos. Éstos se establecen por razones de idoneidad, técnicamente apreciadas, y no arbitrariamente.
	4
	4

	
	3.2
	Existen los procedimientos y mecanismos de garantía necesarios para evitar la arbitrariedad, la politización y las prácticas de patronazgo o clientelismo, a lo largo de todo el proceso de incorporación.
	4
	4

	
	3.5
	No existen despidos o rescisiones de empleo que, afectando a puestos de trabajo de carácter profesional, se deban a meras razones de cambio del color político de los gobiernos.
	3
	3


Por su parte, si bien el índice de Mérito también se mantiene en el mismo nivel de 2009, dado que la mayoría de sus puntos fuertes estaban ya presentes en aquel entonces, continúa siendo el indicador con más alto rendimiento con casi el 75% del puntaje total posible. Las razones de eso son, por un lado, el alto grado de institucionalización del proceso de reclutamiento y selección, caracterizado por su naturaleza abierta y transparente. Se trata de una práctica ya instalada en la cultura organizacional del servicio civil y eficazmente coordinada y gestionada por la DGSC. 

A esto debe añadirse que el criterio de mérito en el servicio civil costarricense se ve avalado por la muy baja rotación de funcionarios que existe con los cambios de gobierno y los requisitos de admisión, que existen incluso para la ocupación de cargos de libre nombramiento y remoción (ej. directores generales). 

La oportunidad de mejora está en los nombramientos interinos, que continúan siendo una proporción muy elevada (en especial en los servidores de Título II) y abren una grieta a posibles discrecionalidades en las nominaciones.    

Consistencia Estructural (CE)
Mide el grado de solidez e integración sistémica del servicio civil y abarca tres dimensiones: (a) Coherencia Estratégica: que es la vinculación de los procesos y prácticas de gestión del empleo público a las prioridades estratégicas gubernamentales; (b) Consistencia Directiva: que es el grado de desarrollo de la función de dirección, la que permite imprimir consistencia transversal a las decisiones en el Estado; y (c) Consistencia de Procesos: que es la consistencia entre las diferentes áreas de decisión que abarca la gestión de recursos humanos. En la nueva versión calibrada de la metodología,  se relaciona con 8 puntos críticos.
	CONSISTENCIA ESTRUCTURAL
	No.
	PUNTO CRÍTICO
	PUNTUACIÓN

	
	
	
	2009
	2012

	Coherencia Estratégica
	1.1
	Las previsiones de la planificación de personal se desprenden ordinariamente de prioridades y orientaciones estratégicas de la organización. El grado de adecuación entre unas y otras es ordinariamente alto.
	2
	2

	
	1.6
	Las políticas, decisiones y prácticas de personal, en cada una de las áreas de la GRH, obedecen a intenciones conscientemente prefiguradas en un proceso de planificación.
	2
	2

	
	6.4
	La inversión en formación se realiza mediante planes basados en el diagnóstico de necesidades y diseñados para apoyar prioridades claras de la organización.
	2
	2

	Consistencia Directiva
	8.1
	Los directivos se responsabilizan y ejercen adecuadamente sus responsabilidades como gestores de las personas adscritas a su esfera de autoridad formal. 
	2
	3

	
	8.2
	Los servicios centrales responsables del sistema de SC son percibidos por el resto de la organización como una instancia que aporta valor al logro de los objetivos comunes.
	4
	4

	Consistencia de Procesos
	1.2
	Los sistemas de información sobre el personal permiten un conocimiento razonable de las disponibilidades cuantitativas y cualitativas de RRHH existentes y previsibles en el futuro, en los diferentes ámbitos organizativos y unidades.
	2
	3

	
	2.2.
	La clasificación y jerarquización de los puestos responde a criterios racionales y adaptados a cada entorno organizativo
	3
	3

	
	5.4
	Las decisiones relativas a la administración de salarios se adoptan con arreglo a criterios preestablecidos y de forma coherente con los parámetros de diseño estructural de la organización.
	3
	3


El índice de Consistencia Estructural presenta una evolución respecto a 2009 básicamente explicada por dos mejoras puntuales. Una refiere al desarrollo y progresiva implantación de los nuevos sistemas de información (SAGETH, EXCELEIN e INTEGRA2), con los cuales se espera en el mediano plazo contar con información cuantitativa y cualitativa, agregada y transparente de muchas de las dimensiones que hacen a la gestión de las personas. Asimismo, serán instrumentos imprescindibles para la gestión de gran parte de los procesos de la gestión de RH. 
También se percibe una mayor fortaleza de la función directiva como producto de la estabilidad en sus funciones a pesar de los cambios de gobierno, la alta tecnificación, los requisitos de acceso al puesto y su inclusión como estamento especial en el nuevo modelo de rendimiento. Aparece como un desafío la articulación de un programa de formación y capacitación diferenciado que permita consolidación de algunos de los aspectos anteriormente señalados y se complemente con el modelo de rendimiento referido. 

Otro desafío importante, de carácter más general, es continuar fortaleciendo la función de planificación de políticas de RH, suministrando a las ORH instrumentos y prácticas que posibiliten no solamente buscar alineación entre las planificaciones macro (PND, PEI y POI) y la de RH institucional, sino también lograr una mirada más integral y conectada con los restantes subsistemas. 
Capacidad Funcional
Mide la capacidad del sistema de servicio civil para influir positivamente en el comportamiento de los empleados públicos. Este atributo del sistema se forma por la agregación de tres dimensiones: (a) Competencia: la competencia de los recursos humanos, que alude a la eficacia con que se aseguran, en el empleo público, niveles adecuados de cualificación profesional; (b) Eficacia Incentivadora: que refleja el grado en el que las políticas y prácticas de gestión de las personas contienen estímulos a la productividad, el aprendizaje y la calidad del servicio, (c) Flexibilidad: que es el grado en que dichas políticas y prácticas facilitan la adaptación de las organizaciones públicas a los cambios y la puesta en marcha de innovaciones. Se relaciona con 14 puntos críticos. 
	CAPACIDAD FUNCIONAL
	No.
	PUNTO CRÍTICO
	PUNTUACIÓN

	
	
	
	2009
	2012

	Competencia
	1.5
	La tecnificación de las dotaciones es la adecuada a un entorno de sociedad del conocimiento. Hay un peso significativo del trabajo cualificado en la composición de las plantillas.   
	3
	3

	
	2.3.
	Los perfiles incluyen la selección de las competencias que en cada caso se consideran clave para el éxito en el desempeño del titular del puesto.
	1
	1

	
	3.3
	La selección se basa en la existencia de perfiles de competencias de los ocupantes de los puestos que deben ser cubiertos.
	2
	2

	
	5.1
	La estructura de retribuciones es adecuada para atraer, motivar y retener a las personas dotadas con las competencias necesarias, en los diferentes tipos de puestos que la organización precisa.
	2
	3

	Eficiencia Incentivadora
	4.1
	La dirección define ordinariamente pautas o estándares de rendimiento esperado de las personas, acordes con las prioridades y estrategia de la organización. En consecuencia, los empleados conocen los aspectos de su contribución por los que serán específicamente valorados.
	2
	3

	
	4.2
	A lo largo del ciclo de gestión, la dirección sigue, observa y apoya activamente las mejoras del rendimiento de las personas, suministrando recursos o removiendo obstáculos cuando es necesario.
	2
	3

	
	4.3
	El rendimiento de las personas es evaluado por la organización, contrastándolo con los estándares de rendimiento esperado.
	1
	2

	
	5.3
	Los mecanismos de retribución utilizados estimulan en las personas  el esfuerzo, el rendimiento individual o de grupo, y el aprendizaje y desarrollo de competencias.
	2
	3

	
	6.1
	Los criterios y mecanismos de promoción vinculan ésta al rendimiento, el potencial y el desarrollo de competencias.
	1
	1

	
	6.3
	La formación apoya el desarrollo de aprendizajes colectivos, que consolidan avances en la capacidad organizativa para enfrentar los problemas y suministrar respuestas eficaces. 
	2
	2

	Flexibilidad
	2.1.
	El diseño de los puestos obedece a criterios de gestión, más que a consideraciones legales o acuerdos colectivos. El marco legal y los convenios laborales se limitan a establecer un marco amplio, dentro del cual el trabajo se organiza con arreglo a las necesidades organizativas.
	3
	3

	
	3.4
	Los mecanismos de movilidad, funcional y geográfica, permiten responder con flexibilidad a las necesidades de redistribución de efectivos.
	1
	2

	
	3.6
	Existe la posibilidad de rescindir la relación de empleo por razones técnicas, económicas u organizativas objetivamente acreditadas, que obliguen a la amortización de puestos de trabajo.
	3
	3

	
	6.2
	Existen fórmulas alternativas a las carreras estrictamente jerárquicas, como las carreras horizontales o en el puesto, basadas en el reconocimiento de la excelencia profesional, sin necesidad de incrementar la autoridad formal de los afectados.
	1
	1


Del conjunto de indicadores, el índice de Capacidad Funcional es el que mayor evolución presenta en los últimos dos años. Esto tiene varias causas que se agrupan en dos temas principales: gestión del rendimiento y gestión de las remuneraciones. 

Respecto a lo primero, tal como se señala en el Primer Informe Barómetro (AECID, FLACSO y SICA, 2009) la gestión del rendimiento era uno de los subsistemas más débiles y desintegrados, con evaluaciones de desempeño que ofrecían información escasamente útil para la toma de decisiones sobre incentivos. Esto está comenzando a ser abordado a través del Marco Regular Común de Evaluación que, contemplando Expectativas de Desempeño y la evaluación en cinco dimensiones claves, opera como marco para el diseño de los Modelos de Evaluación de Desempeño Institucionales (MEDI). El desafío que se plantea refiere a la necesidad de contar con desarrollos metodológicos sólidos que realmente permitan trazar objetivos pertinentes según las prioridades de la organización y a la vez medibles a través de indicadores pertinentes. 

 En relación a las remuneraciones, el gobierno costarricense ha venido tomando medidas orientadas a reducir la inequidad y mejorar la competitividad salarial de las instituciones del régimen de servicio civil mediante la política de percentiles para sectores profesionales y los reajustes salariales para los estamentos no profesionales. Si bien esta iniciativa generó una reacción similar en las entidades autónomas (neutralizando así parte de la mejora lograda) y en la actualidad presenta desafíos fiscales, ha significado un paliativo para los servidores públicos del servicio civil. El desafío, no obstante, sigue siendo encontrar una solución de fondo que permita dar coherencia salarial global al conjunto del sector público, reduciendo el desacople que existe entre las instituciones del servicio civil y las entidades autónomas.  
Una última mejora a señalar se da en la gestión del empleo, específicamente en lo relativo a la mayor flexibilidad para los desplazamientos de los servidores del sector educación, que representan cerca del 70% de la dotación total del servicio civil y se encontraban en una situación de relativa rigidez geográfica.   

Capacidad Integradora
Evalúa la eficacia con que el sistema de servicio civil parece capaz de asegurar la armonización de las expectativas e intereses de los diferentes actores (dirección, empleados y otros grupos de interés), incrementando el sentimiento de pertenencia y reduciendo la conflictividad. Se relaciona con 4 puntos críticos.  
	ÍNDICE
	No.
	PUNTO CRÍTICO
	PUNTUACIÓN

	
	
	
	2009
	2012

	Capacidad Integradora
	7.1
	La organización se ocupa de conocer el clima laboral, evaluándolo periódicamente mediante el uso de instrumentos fiables.
	0
	1

	
	7.2
	 La organización dispone de instrumentos específicos de comunicación destinados a reforzar la percepción de pertenencia y la implicación de los empleados en el proyecto organizativo global. 
	2
	2

	
	7.3
	Las relaciones laborales se orientan, habitual y preferentemente, a la transacción y concertación, y no a la confrontación ni a la descalificación del adversario.
	3
	3n el primer casogradora.  explica por la mejora en los o. os directivos pd y ma y su fuerte orientacil administrativo s utiliza

	
	7.4
	El grado de conflictividad laboral no es excesivo, ni por el número de conflictos ni por los efectos de los mismos o por la contundencia de los medios utilizados.
	3
	3


Finalmente, la evolución de la Capacidad integradora se vincula a la introducción en la agenda de la DGSC y de las ORH de la gestión del clima organizacional, plasmado en la Directriz 042-P-2010 (de promoción  de planes de monitoreo del ambiente, cultura y clima organizacional), los estudios diagnósticos realizados en algunas instituciones y en el impulso del tema por parte de la DGSC (incentivando la incorporación de profesionales y la elaboración de estudios específicos).   

CONCLUSIONES 

Análisis de áreas causales
Si se toman como parámetro las conclusiones esgrimidas en la evaluación precedente (AECID, FLACSO y SICA, 2009) se puede constatar que se han mantenido constantes algunos aspectos que aparecían sólidos y se están dando los primeros pasos en varios que mostraban debilidades. 

Por un lado, Costa Rica sigue destacándose por la institucionalización del mérito y el adecuado desarrollo de procesos clave. El reclutamiento y selección de candidatos para la ocupación de las vacantes es un proceso sólidamente coordinado y gestionado por la DGSC, sin mayores sospechas de falta de transparencia. La introducción de TICs ha resultado funcional a esa realidad, reduciendo costos y ampliando la difusión, así como también ha sido beneficioso el ordenamiento de las clases ocupacionales de los estamentos profesional y no profesional. También ha resultado importante para el fortalecimiento de la función directiva, que más allá del carácter político de ciertos cargos, deben cumplir un conjunto de requisitos de mérito para acceder al cargo. En este contexto, las oportunidades de mejora pasan por reducir la cantidad de nombramientos interinos y, en línea con la política de facultación, la progresiva desconcentración en las ORH.  
En paralelo a esto, se han producido algunas mejoras incipientes pero importantes. En términos de planificación, el desarrollo y paulatina implantación de nuevos sistemas de información que tienen como objetivo capturar más y mejor información, es una buena noticia para el proceso de toma de decisiones y la puesta en práctica de un ejercicio de programación sistémico que conecte todos los subsistemas de gestión de las personas. 
Además se ha dinamizado la movilidad geográfica de los servidores públicos, especialmente en el sector educación, a través de la ampliación de la zona donde estos pueden ser desplazados para cubrir necesidades organizativas (en el pasado, los docentes no podían ser trasladados con facilidad de la escuela o centro educativo que habían elegido para cumplir tareas, mientas que en la actualidad eso es posible dentro de determinada zona). 
Luego, ha comenzado a abordarse la gestión del rendimiento a través de la elaboración de un Marco Regular Común que sirve de encuadre a los MEDI que las instituciones ya tienen aprobado o están en proceso de aprobación por parte de la DGSC. Esto se combina con la generación de un modelo de competencias que apoya la evaluación del rendimiento en las cinco dimensiones previstas. Como ya se ha mencionado, este positivo inicio demanda un esfuerzo metodológico que haga posible la correcta formulación de objetivos y medición de resultados a través de indicadores pertinentes. 
Otra de las mejoras logradas se registra a nivel salarios. Frente a la gran inequidad y falta de competitividad externa de las instituciones del régimen de servicio civil, la política de percentiles y reajustes llegó como un paliativo que permitió reducir las brechas aunque no dar solución definitiva al problema de la dispersión y la fuga de talento.  

Finalmente, se ha comenzado a trabajar la gestión del clima interno, uno de los puntos más débiles capturados en el diagnóstico anterior, a partir de la generación de nueva normativa y bajo el liderazgo y apoyo de la DGSC a las ORH.    
Un punto importante a tener en cuenta es que todas las mejoras señaladas son el punto de partida de largos y complejos procesos de implantación. En muchos casos, como por ejemplo la planificación, la gestión del rendimiento o las políticas de clima laboral, implican cambios profundos en las prácticas vigentes, y en la cultura organizacional. Por ello, es esperable que los impactos plenos de estas iniciativas sólo sean posibles tras un período sostenido de implementación. En este contexto, el rol de la DGSC, en tanto referente técnico de la gestión de RH, cobra una importancia decisiva, ya no sólo en el diseño de las mejores alternativas técnicas y en la coordinación de las ORH, sino como voz autorizada en las decisiones de alto nivel que debe tomar la Autoridad Presupuestaria como rector político del sistema.    

Recomendaciones
Junto a las mejoras logradas surgen una serie de asignaturas pendientes que es necesario considerar. Tal como ya se comentó, existe un desafío en el campo de la planificación, particularmente en lo referido a la transferencia de herramientas técnicas a las ORH para que estas adquieran mayor capacidad de articular la planificación de las políticas de RH desde una perspectiva integral conectada con el conjunto de los subsistemas de gestión de las personas y ya no considerando exclusivamente el parámetro cuantitativo / presupuestario.  
En cuanto a la gestión del empleo, el desafío es ir reemplazando los nombramientos interinos por nombramientos de cargos en propiedad sobre la base de concursos de mérito y oposición, de forma tal de cerrar una ventana de posible discrecionalidad / politización. 
Otra importante cuenta pendiente es la salarial. Aquí el problema de base es la falta de coherencia estratégica del sistema de remuneraciones del sector público como consecuencia de la existencia de múltiples escalas salariales, lo que provoca dificultades para atraer, motivar y retener a los servidores de las instituciones del régimen de servicio civil. Por ello, surge la necesidad de plantear una política remunerativa global que trascienda los paliativos de coyuntura y brinde la posibilidad al servicio civil de operar en condiciones de mayor equilibrio respecto a sus competidores del sector privado y del mismo sector público.   
En cuanto a la gestión del desarrollo, resulta clave tomar iniciativas orientadas a reinstalar el “sentido de carrera”. Esto en principio no requiere tomar medidas excepcionales sino propiciar la puesta en práctica de los mecanismos ya establecidos por ley para el ascenso y promoción de los servidores públicos, tal como ha comenzado a promover la DGSC a través del IFCA, los concursos internos y los cuadros de reemplazo. Otra posibilidad viable, es considerar la articulación progresiva de un sistema de empleo que, más allá de la dinámica escalafonaria, permita incorporar servidores públicos con retribución acorde a su función, tal como se viene aplicando exitosamente en otros países de América Latina.   
También la función de formación y capacitación requiere ser fortalecida mediante la estandarización de procedimientos e instrumentos para la detección de brechas y la articulación de planes institucionales, así como también en lo referente a la evaluación de las capacitaciones. Diseñar programas de formación y capacitación dirigidos a la alta dirección pública es un recurso muy interesante para potenciar aún más el profesionalismo de este segmento de servidores públicos.   
Además de todas estas oportunidades de mejora específicas, Costa Rica enfrenta el desafío macro de contar con la Ley de Función Pública. Tras 60 años de estabilidad, se ha vuelto habitual mostrar como ejemplo a seguir para el resto de los países de la región la profesionalización, la meritocracia y la transparencia del servicio civil. Sin embargo, cuando la mirada se posa en el conjunto del sector público, se advierte que gran parte de los desafíos y oportunidades de mejora que tiene el servicio civil son producto de la fragmentación institucional que da lugar a esos “dos mundos” coexistentes: el gobierno por un lado central, y las entidades autónomas por otro. Eso genera la necesidad de comenzar a pensar la administración pública como un todo, sobre la base de un marco normativo global, tal como ya se ha intentado en repetidas ocasiones en los últimos 20 años y como lo viene señalando la Contraloría General de la República (2009 y 2010). 
En este contexto, recientemente el gobierno elaboró un nuevo proyecto de Ley de Función Pública (oficialmente denominada Ley General de la Relación Pública de Servicio) que tiene por objetivo regular las políticas, procesos, procedimientos e instrumentos de gestión de RH, en sus diferentes subsistemas, para la totalidad del sector público. Con ello se espera dar mayor coherencia estratégica al sistema reduciendo la heterogeneidad que hoy impide pensar políticas globales. 
Si bien resulta todavía una incógnita cómo será procesado políticamente el proyecto, ya que necesariamente se discutirán intereses de actores con agendas sólo en parte coincidentes,  Costa Rica cuenta con una importante ventaja respecto a otros países que se han embarcado en iniciativas similares. Esa ventaja consiste en que esta ley no tiene como objetivo la generación de políticas, procesos, procedimientos e instrumentos sino, por un lado, ampliar la cobertura que hoy tiene el ESC y, por el otro, corregir aquellas desviaciones propias de la dinámica de la administración pública. Esto significa que, desde el punto de vista de las “políticas”, el país está en mejor posición relativa de capitalizar los beneficios de la nueva ley gracias a la institucionalización de las prácticas de gestión de recursos humanos.    
INDICADORES 
1. Tasa de Designaciones Políticas

	I. Cargos que prevén designación política en la Administración Central


	943
	2011 – Fuente: DGSC, Área de Salarios e Incentivos. Depuración del Sistema de Pagos de INTEGRA y Planillas Institucionales. 

	II. Total de cargos administrativos de la Administración Central 

	37.152
	2011 – Fuente: DGSC, Área de Salarios e Incentivos. Depuración del Sistema de Pagos de INTEGRA y Planillas Institucionales. 

No incluye 63.000 servidores docentes regulados por el RSC y pertenecientes a la Administración Central.

	I / II (en porcentaje)


	2,54%
	


Peso Fiscal del Empleo Público

2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

	I. Gastos obligados en servicios personales de la Administración Central (millones USD) 
	3.013,13
	2011 – Fuente: Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria. Cifras preliminares. Incluye cargas sociales.


	II. PBI (millones USD) 
	41.006,96
	2011 – Fuente: Departamento de Estadística Macroeconómica. Banco Central de Costa Rica. Cifras Preliminares.


	I / II


	7,35%
	


Incentivos del Servicio Civil

3. Compresión vertical de los salarios

	I. Asignación mensual de la máxima categoría (mensual USD)


	9.654,15 
	2011 – Fuente: DGSC, Área de Salarios e Incentivos. Salarios del INTEGRA  a noviembre 2011 (sólo puestos del régimen de servicio civil).

Salarios tomados de una planilla efectiva y corresponden a sueldos totales.

	II. Asignación mensual del categoría mínima (mensual USD)02
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	413,42
	2011 – Fuente: DGSC, Área de Salarios e Incentivos. Salarios del INTEGRA  a noviembre 2011 (sólo puestos del régimen de servicio civil).

Salarios tomados de una planilla efectiva y corresponden a sueldos totales.

	I/II


	23,35
	


Incentivos del Servicio Civil

4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

	I. Sueldo promedio Administración Central (anual USD)
	16.930
	2011 – Fuente: DGSC, Área de Salarios e Incentivos. Sistema de Pagos de INTEGRA y Planillas del Ministerio de Educación Pública e Instituciones. 

	II. PBI per cápita (anual USD)


	8.884,6
	2011 – Fuente: Banco Central de Costa Rica.

	I/II


	1,91
	


Incentivos del Servicio Civil

5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

	I. Sueldo promedio Administración Central (mensual USD)
	1.411
	2011 – Fuente: DGSC, Área de Salarios e Incentivos. Sistema de Pagos de INTEGRA y Planillas del Ministerio de Educación Pública e Instituciones.

	II. Sueldo promedio del sector privado (mensual USD)
	562
	2010 – Fuente: Programa Estado de la Nación. Estadísticas. 



	I/II


	2,51
	


Dotación de Servicio Civil

6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

	I. Número total de empleados públicos en la Administración Central (*)


	114.396
	2011 – Fuente: DGSC, Área de Salarios e Incentivos. Sistema de Pagos de INTEGRA y Planillas del Ministerio de Educación Pública e Instituciones.

(*) Incluye puestos de confianza, excluidos, policías, educación y salud. 

	II. Población Total


	4.301.712
	2011 – Fuente: Instituto Nacional de Estadísticas y Censos. Cifras Preliminares de Población y Vivienda del Censo 2011. 

	I/II


	2,66%
	


7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados públicos del gobierno central

	I. Gasto público total de la Administración Central (millones USD) 
	7.652,56
	2011 – Fuente: Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria. Cifras preliminares. Incluye cargas sociales.

	I. Número total de empleados públicos de la Administración Central
	114.396
	2011 – Fuente: DGSC, Área de Salarios e Incentivos. Sistema de Pagos de INTEGRA y Planillas del Ministerio de Educación Pública e Instituciones.

(*) Incluye puestos de confianza, excluidos, policías, educación y salud.

	I / II   
	66.895 USD p/c empleado público
	


TABLA DE SÍNTESIS
	Categorías
	Situación enero 2009

	Situación enero 2012

	Contexto


	En 2006 Óscar Arias asumió el cargo de presidente con los siguientes objetivos: (i) reducir la pobreza y la desigualdad; (ii) incrementar el crecimiento de la economía y el empleo; (iii) mejorar la calidad y ampliar la cobertura del sistema educativo; (iv) detener las tasas de crecimiento de la criminalidad, el trá​fico de drogas y la drogadicción, y revertir la sensación; y (v) combatir la corrup​ción en el sector público.

Además se promovió una gestión pública más transparente y con mayor rendición de cuen​tas a través de mecanismos tales como la digitalización de servicios públicos y de las compras del Estado, la reforma integral de instituciones aquejadas por problemas de corrup​ción y el fortalecimiento de los instrumentos de evaluación de la gestión, entre otros. 

	En mayo de 2010 Laura Chinchilla, asumió la presidencia con las prioridades de erradicar la pobreza y luchar contra la inseguridad. El Plan Nacional de Desarrollo 2011-2014 se articuló en cuatro ejes que en parte continúan la línea trazada por el presidente Arias: (i) bienestar social; (ii) seguridad ciudadana y paz social; (iii) ambiente y ordenamiento territorial; y (iv) competitividad e innovación. 

El gobierno, además, se ha propuesto mejorar la recaudación fiscal en un contexto de equilibrio presupuestario ajustado. Ello requiere de la instrumentación de medidas orientadas a eficientizar el cobro de impuestos y combatir la evasión. Como complemento, el gobierno ha dispuesto medidas para racionalizar el gasto público (especialmente el gasto en personal) con la finalidad de crear mayor espacio fiscal. 



	Marco legal


	En 1953 se promulgó el Estatuto de Servicio Civil (Ley 1581) -ESC-  y su Reglamento, que regulan las condiciones y términos de la relación de servicio entre el Poder Ejecutivo Central (ministerios) y sus servidores, junto con la Ley General de Salarios de la Administración Pública de 1957. 

Los organismos descentralizados son denominados constitucionalmente “instituciones autónomas” y no aplica a éstas el ESC. También quedaron fuera del ESCl, el Poder Judicial, la Asamblea Legislativa, el Tribunal Supremo de Elecciones, la Contraloría General de la República y el Régimen Municipal. 

	Se mantuvo la normativa base vigente en el diagnóstico anterior pero se elaboró un proyecto de Ley General de la Relación Pública de Servicio con la finalidad de eliminar el desacople entre las instituciones del régimen de servicio civil y las entidades autónomas. Según lo prevé el gobierno, dicho proyecto se encuentra próximo a tener tratamiento legislativo. 

	Análisis organizativo de la función recursos humanos
	DGSC con rol activo, con fuerte componente técnico a efectos de generar cambios y desarrollar. 

Las actividades clave de la mayoría de subsistemas están a cargo de la DGSC. 

Se inició el proceso de desconcentración de funciones y facultación desde la DGSC a las ORH.

Las ORH heterogéneas con debilidad en sus capacidades a efectos de implementar temas más cualitativos de la gestión de RH.


	La DGSC mantiene un rol protagónico como referente técnico de las políticas de gestión de RH. 

En 2011 se le otorgó por ley la personería jurídica instrumental que lo habilita a gestionar su propio presupuesto. 

A nivel más general, se emitió el Decreto 36.857-MP-PLAN-H otorgándole a la Autoridad Presupuestaria la rectoría política del empleo público. 

Se continúa el proceso de desconcentración y facultación de la ORH, que continúan mostrando alta heterogeneidad de capacidades de gestión.

Con la emisión del Decreto Ejecutivo 35-865-MP se crea un Modelo de Gestión de RH institucionalizado para el régimen de servicio civil, el cual plantea un enfoque de organización y funcionamiento de las ORH estandarizado y que planea en ellas dos instancias de gestión: la Política Estratégica y la Política Funcional.



	Planificación
	Existen acciones con contenido estratégico en marcha, que de continuarse y mantenerse, reducirían la debilidad estructural del subsistema de planificación  y permitirían una mayor interrelación con los otros subsistemas.

La DGSC ha tomado rol activo en la búsqueda de promover en todas las instancias posibles un sistema real de planificación de los RH.

Prevalece planificación reactiva, a demanda del contexto. 


	Si bien la DGSC promueve la planificación de políticas de RH (alineadas con el PND y el PEI), las políticas de control del gasto y la rectoría política de la Autoridad Presupuestaria introducen un sesgo financiero al ejercicio de planificación. 

La heterogeneidad de capacidades de las ORH hace que exista mucha disparidad en la función. 

Existe un avance en materia de sistemas de información, que servirán de base para la toma de decisiones. 

	Organización del trabajo
	Se han realizado en los últimos años cambios relevantes en el  subsistema que presentaba una serie de disfuncionalidades. Centralmente, se evidenciaba diversidad de instrumentos ordenadores de puestos de trabajo; de valoraciones de las clases generando una dispersión salarial disímil para puestos de similar naturaleza.

Se han revisado estas disfuncionalidades y actualmente el sistema muestra mejoras. 


	Tras la reducción de clases ocupacionales profesionales y no profesionales, se continuó la actualización del Manual General de cargos y los manuales institucionales. 

Se comenzó a estudiar un posible Modelo de Gestión Competencias Laborales para ser aplicado globalmente en las instituciones del servicio civil. Actualmente, esto queda a criterio de cada organización. 

	Gestión del empleo
	El mérito es un principio relativa y parcialmente aplicado en el sistema de SC de Costa Rica, particularmente en el ámbito del gobierno central.

El reclutamiento para la provisión de los puestos de trabajo es abierto a todos los candidatos que reúnan los requisitos exigidos.

Se detecta necesidad de revisión de procesos, dado el tiempo que se tarda en cubrir una vacante.  

Se aplican herramientas de selección y se cuenta con procesos de inducción.

La movilidad es baja en los sectores de salud y educación.

Existen rescisiones del empleo por razones económicas u organizativas y por bajo rendimiento.


	La gestión del empleo continúa siendo uno de los pilares fuertes del sistema. El reclutamiento es abierto y la selección considera centralmente el mérito. Las competencias son evaluadas en forma genérica, excepto en instituciones donde el enfoque está más implantado. 

El proceso está centralizado en la DGSC, por ser la única institución capaz de gestionarlo. 

Para mantener actualizado el registro de elegibles y ampliar el reclutamiento a todo el país, se crearon los CORSELES (Comités de Reclutamiento y Selección Sectoriales). 

La introducción de las TICs ha permitido mejorar la publicidad y transparencia del proceso. 

Uno de los aspectos a revisar es la reducción de los nombramientos interinos mediante concursos de asignación de cargos en propiedad.

También existe la percepción de que en las entidades autónomas hay mayor margen para los nombramientos discrecionales.  

Se ha mejorado la movilidad de los servidores del sector educación, ampliando su zona geográfica de desempeño. 



	Gestión del Rendimiento
	Presenta debilidades. Resistencia cultural a hacer efectivas prácticas de evaluación. 

No hay sistematicidad en la práctica ni un marco de referencia común. 


	Se diseñó el Marco Regular Común de Evaluación que sirve de referencia para los Modelos de Evaluación de Desempeño Institucionales (MEDI).

El Marco Regular Común contempla la firma de Expectativas de Desempeño para todos los servidores y la evaluación de cinco dimensiones. 
De cara a la implementación del modelo, surge como desafío contar con solidez metodológica para la formulación de objetivos conectados con el PND y la misión institucional y la medición de su cumplimiento a través de indicadores adecuados. 

 

	Gestión de la Compensación
	Se definió una política salarial que busca reducir las inequidades salariales existentes. 

El ajuste se comenzó tras revisión de sistema de clasificación entre puestos y salarios.

El salario promedio sector público igual a salario promedio sector privado.

Existen algunos incentivos vinculados a productividad y desempeño (aumentos anuales, carrera profesional y las vías de carrera administrativa con la evaluación del desempeño, el reclutamiento y la selección y  la capacitación y desarrollo de los servidores cubiertos por el RSC).

	Se continuó con la política de reducción de la inequidad interna y el aumento de la competitividad externa de las instituciones del régimen del servicio civil a través de la política de percentiles (profesionales) y el reajuste salarial (no profesionales). 

Tras eso, las entidades autónomas dispusieron su propia actualización salarial, neutralizando parcialmente las mejoras obtenidas por los trabajadores del servicio civil. 

En la actualidad, el gobierno busca una solución de fondo a la falta de coherencia estratégica del sistema de remuneraciones a través del proyecto de Ley General de la Relación Pública de Servicio. 

  

	Gestión del Desarrollo
	Tiene escaso desarrollo. 

Se percibe una baja capacidad de las ORH de ejercer su rol en este subsistema.

El planeamiento de la carrera es individual sin que en la práctica medien políticas institucionales.

La capacitación dispone de bajos recursos y no se encuentra integrada con desempeño y desarrollo.

Se advierte una limitada capacidad de la capacitación para apuntalar procesos de cambio.


	En las instituciones del SCl, es excepcional la utilización de la promoción directa y los concursos internos para el ascenso escalafonario. Lo usual es la participación de los servidores públicos en múltiples concursos externos (esto, no obstante, se ha moderado con la reducción de las clases ocupacionales). En las entidades autónomas son más usuales los mecanismos internos de ascenso. 

Lo anterior lleva a que no se perciba una “dinámica de carrera” institucionalmente administrada, ante lo cual prevalece el planeamiento individual. 

La DGSC está intentando revertir esto a través del Índice de Desarrollo y Fortalecimiento  de la Carrera Administrativa  en el SC (IDFCA), que luego de una baja en 2010 se ha recuperado parcialmente en 2011. 

La formación y capacitación muestran debilidades generales a pesar de ciertas mejoras puntuales. Al estar descentralizada, la función es muy variable según la institución que se considere. 



	Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales
	No se detectan prácticas sistemáticas de análisis de clima laboral. 
Hay cierta mejora en los procesos de comunicación, especialmente por acciones de la DGSC en relación al servidor público.  

En otros ámbitos no se ha desarrollado en la práctica un sistema permanente y generalizado de recopilación, análisis y canalización de opiniones.

Fortalecimiento de mecanismos de resolución de conflictos y diálogo entre sindicato y gobierno.


	La gestión del clima laboral ingresó en la agenda de la DGSC y las ORH a partir de la Directriz 042-P-2010, que promueve la ejecución e implementación de planes de monitoreo del ambiente, cultura y clima organizacional. 

La DGSC promueve la realización de estudios de clima laboral y la incorporación de profesionales (psicólogos, trabajadores sociales, etc.).

La gestión de la comunicación interna es buena en la DGSC pero muy variable en el resto de las instituciones. La Contraloría de Servicios (recepción de demandas de la ciudadanía) puede ayudar a mejorar la coordinación y comunicación interna. 

Por lo general en las relaciones laborales prevalece el diálogo, especialmente en los temas institucionales (reclamos de cumplimiento de derechos del servidor).  La confrontación es más usual en las discusiones salariales. 

La DGSC, como referente técnico de la gestión de RH, ha logrado un alto grado de consolidación y reconocimiento. 




Anexo I. Valoración Puntos Críticos

	Subsistemas
	Longo 2002
	Longo-Iacoviello 2010
	INDICES
	PUNTOS CRÍTICOS
	2009
	2012

	1.Planificación


	2
	1.1
	Consistencia Estructural
	 Las previsiones de la planificación de personal se desprenden ordinariamente de prioridades y orientaciones estratégicas de la organización. El grado de adecuación entre unas y otras es ordinariamente alto.
	2
	2

	
	4
	1.2
	Consistencia Estructural
	Los sistemas de información sobre el personal permiten un conocimiento razonable de las disponibilidades cuantitativas y cualitativas de RRHH existentes y previsibles en el futuro, en los diferentes ámbitos organizativos y unidades.
	2
	3

	
	6
	1.3
	Eficiencia
	No existen, en general, excedentes o déficits de personal significativos

	2
	2

	
	7
	1.4
	Eficiencia
	El coste global de las plantillas públicas se sitúa dentro de parámetros razonables y compatibles con la economía del país
	3
	3

	
	9
	1.5
	Capacidad Funcional
	La tecnificación de las dotaciones es la adecuada a un entorno de sociedad del conocimiento. Hay un peso significativo del trabajo cualificado en la composición de las plantillas  
	3
	3

	
	11
	1.6
	Consistencia Estructural
	Las políticas, decisiones y prácticas de personal, en cada una de las áreas de la GRH, obedecen a intenciones conscientemente prefiguradas en un proceso de planificación.


	2
	2

	2. Organización 

del Trabajo
	13
	2.1.
	Capacidad Funcional
	El diseño de los puestos obedece a criterios de gestión, más que a consideraciones legales o acuerdos colectivos. El marco legal y los convenios laborales se limitan a establecer un marco amplio, dentro del cual el trabajo se organiza con arreglo a las necesidades organizativas.
	3
	3

	
	17
	2.2.
	Consistencia Estructural
	La clasificación y jerarquización de los puestos responde a criterios racionales y adaptados a cada entorno organizativo
	3
	3

	
	20
	2.3.
	Capacidad Funcional
	Los perfiles incluyen la selección de las competencias que en cada caso se consideran clave para el éxito en el desempeño del titular del puesto.
	1
	1

	3. Gestión del Empleo
	24
	3.1
	Mérito
	El reclutamiento para la provisión de los puestos de trabajo es abierto, de derecho y de hecho, a todos los candidatos que reúnan los requisitos exigidos. Éstos se establecen por razones de idoneidad, técnicamente apreciadas, y no arbitrariamente.
	4
	4

	
	25
	3.2
	Mérito
	Existen los procedimientos y mecanismos de garantía necesarios para evitar la arbitrariedad, la politización y las prácticas de patronazgo o clientelismo, a lo largo de todo el proceso de incorporación.
	4
	4

	
	29
	3.3
	Capacidad Funcional
	La selección se basa en la existencia de perfiles de competencias (v. glosario) de los ocupantes de los puestos que deben ser cubiertos.
	2
	2

	
	35
	3.4
	Capacidad Funcional
	Los mecanismos de movilidad, funcional y geográfica, permiten responder con flexibilidad a las necesidades de redistribución de efectivos.
	1
	2

	
	38
	3.5
	Mérito
	No existen despidos o rescisiones de empleo que, afectando a puestos de trabajo de carácter profesional, se deban a meras razones de cambio del color político de los gobiernos.
	3
	3

	
	40
	3.6
	Capacidad Funcional
	Existe la posibilidad de rescindir la relación de empleo por razones técnicas, económicas u organizativas objetivamente acreditadas, que obliguen a la amortización de puestos de trabajo.
	3
	3

	4. Gestión del Rendimiento
	42
	4.1
	Capacidad Funcional
	La dirección define ordinariamente pautas o estándares de rendimiento esperado de las personas, acordes con las prioridades y estrategia de la organización. En consecuencia, los empleados conocen los aspectos de su contribución por los que serán específicamente valorados.
	2
	3

	
	45
	4.2
	Capacidad Funcional
	A lo largo del ciclo de gestión, la dirección sigue, observa y apoya activamente las mejoras del rendimiento de las personas, suministrando recursos o removiendo obstáculos cuando es necesario.
	2
	3

	
	46
	4.3
	Capacidad Funcional
	El rendimiento de las personas es evaluado por la organización, contrastándolo con los estándares de rendimiento esperado.
	1
	2

	5. Gestión de la  Compensación
	54
	5.1
	Capacidad Funcional
	La estructura de retribuciones es adecuada para atraer, motivar y retener a las personas dotadas con las competencias necesarias, en los diferentes tipos de puestos que la organización precisa.
	2
	3

	
	57
	5.2
	Eficiencia
	Los costes salariales no son excesivos, en relación con los de mercado, en ningún sector o nivel de puestos.
	3
	3

	
	58
	5.3
	Capacidad Funcional
	Los mecanismos de retribución utilizados estimulan en las personas  el esfuerzo, el rendimiento individual o de grupo, y el aprendizaje y desarrollo de competencias.
	2
	3

	
	59
	5.4
	Consistencia Estructural
	Las decisiones relativas a la administración de salarios se adoptan con arreglo a criterios preestablecidos y de forma coherente con los parámetros de diseño estructural de la organización.
	3
	3

	6. Gestión del Desarrollo
	67
	6.1
	Capacidad Funcional
	Los criterios y mecanismos de promoción vinculan ésta al rendimiento, el potencial y el desarrollo de competencias.


	1
	1

	
	70
	6.2
	Capacidad Funcional
	Existen fórmulas alternativas a las carreras estrictamente jerárquicas, como las carreras horizontales o en el puesto, basadas en el reconocimiento de la excelencia profesional, sin necesidad de incrementar la autoridad formal de los afectados.
	1
	1

	
	72
	6.3
	Capacidad Funcional
	La formación apoya el desarrollo de aprendizajes colectivos, que consolidan avances en la capacidad organizativa para enfrentar los problemas y suministrar respuestas eficaces. 
	2
	2

	
	75
	6.4
	Consistencia Estructural
	La inversión en formación se realiza mediante planes basados en el diagnóstico de necesidades y diseñados para apoyar prioridades claras de la organización.
	2
	2

	
	76
	6.5
	Eficiencia
	 La formación es objeto de evaluación, que se extiende a la satisfacción producida a los participantes, a la relación entre resultados y costes, y al impacto producido sobre el rendimiento  de las personas en el puesto de trabajo. 
	2
	2

	7. Gestión de RL  y Sociales
	77
	7.1
	Capacidad Integradora
	La organización se ocupa de conocer el clima laboral, evaluándolo periódicamente mediante el uso de instrumentos fiables.
	0
	1

	
	81
	7.2
	Capacidad Integradora
	 La organización dispone de instrumentos específicos de comunicación destinados a reforzar la percepción de pertenencia y la implicación de los empleados en el proyecto organizativo global. 
	2
	2

	
	84
	7.3
	Capacidad Integradora
	Las relaciones laborales se orientan, habitual y preferentemente, a la transacción y concertación, y no a la confrontación ni a la descalificación del adversario.
	3
	3

	
	86
	7.4
	Capacidad Integradora
	El grado de conflictividad laboral no es excesivo, ni por el número de conflictos ni por los efectos de los mismos o por la contundencia de los medios utilizados.
	3
	3

	8.Organización

Función RH
	92
	8.1
	Consistencia Estructural
	Los directivos se responsabilizan y ejercen adecuadamente sus responsabilidades como gestores de las personas adscritas a su esfera de autoridad formal. 
	2
	3

	
	93
	8.2
	Consistencia Estructural
	Los servicios centrales responsables del sistema de SC son percibidos por el resto de la organización como una instancia que aporta valor al logro de los objetivos comunes.
	4
	4
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· Ley Nº 1.581. Estatuto del Servicio Civil. 30 de Mayo de 1953.
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· Circular DGSC-009-2008. Para: Ministros de Gobierno, Juntas Directivas, Presidencias, Directores Ejecutivos, Directores de Recursos Humanos, Auditorias Internas de las dependencias bajo el ámbito del Régimen de Servicio Civil, Directores de Área y Coordinadores Dirección General de Servicio Civil. San José. Costa Rica.
· Cuestionario de investigación diseñado por Ing. Luis Felipe Rodríguez, y Master Olman Luis Jiménez, Analista y Coordinador, Gestión de Desarrollo y Transferencia Técnica del Proceso de Operaciones, Área Gestión de Recursos Humanos de la Dirección General de Servicio Civil. 

· Informe INF-GDTT-001-2007 de fecha 02 de julio del 2007 emitido por Gestión de Desarrollo y Transferencia Técnica, suscrito por Lic. Olman Luis Jiménez Corrales, MBA., Coordinador y el Ing. Luis Felipe Rodríguez Calderón, Analista. 

· Resolución DG-038-2009. Presidencia de la República Dirección General de Servicio Civil. San José.
· Resolución DG-025-2009. Presidencia de la República Dirección General de Servicio Civil. Área de salarios e incentivos. San José. 
· Resolución DG-024-2009. Presidencia de la República. Dirección General de Servicio Civil. San José.

· Resolución DG-003-2009. Dirección General de Servicio Civil. Área de salarios e incentivos. San José.

· Resolución DG-637-2008. Relativa al tema de la Evaluación de desempeño. Presidencia de la República Dirección General de Servicio Civil. Dirección General de Servicio Civil. San José.  

· Resolución 279-2007 – DGSC. Relativa a la eliminación de clase en el Manual de Banda Ancha y de los Manuales Institucionales. San José.

· Resolución DG-155-97 del 11 de diciembre de 1997 que establece el cuerpo de normas que regulan los procesos del Subsistema de Capacitación del Régimen de Servicio Civil. 

· Resolución DG-132-97 de fecha 03 de diciembre de 1997 que delega la responsabilidad en la formulación y desarrollo de programas de inducción en el Régimen de Servicio Civil. 

· Resolución DG-116-97 de fecha 06 de octubre de 1997 que establece el Sistema General de Incentivos Económicos y Sociales que los Ministerios e Instituciones cubiertos por el Régimen de Servicio Civil deberán cumplir, tanto en lo relativo a los requisitos mínimos que deben satisfacer para autorizar los Incentivos, como la observancia de las regulaciones específicas sobre los límites y condiciones de los incentivos mismos. 

· Resolución DG-015-98 del 11 de febrero de 1998. Sobre las Competencias de las Unidades que conforman el Sistema de Administración de Recursos Humanos del Régimen del Servicio Civil. 

· Oficio Circular IT-EOT-008-2004 de fecha 16 de agosto del 2004 sobre lineamientos ajustados para la ejecución de estudios declarativos de atenencias académicas delegados a las ORH. 

· Oficio Circular Gestión-005-06 que emite lineamientos adicionales sobre los concursos fundamentados en el Artículo 15, párrafo final del Reglamento al Estatuto del Servicio Civil. 

· Oficio Circular Gestión 017-2008. Presidencia de la República. Para: Directores de Recursos Humanos, Directores de Área y Coordinadores de Oficinas de Servicio Civil; de la Dirección del Área de Gestión de Recursos Humanos. Asunto: Actualización del Sistema General de Evaluación del Desempeño en el Título I, de uso transitorio según lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil.

Sitios web consultados

	AECID
	http://www.aecid.es/

	Asamblea Legislativa
	www.racsa.co.cr/asamblea/

	Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados (ANEP)
	http://www.anep.or.cr/index.php

	Banco Central de Costa Rica
	www.bccr.fi.cr

	Banco Mundial
	www.worldbank.org

	CLAD
	www.clad.org.ve

	Dirección General del Servicio Civil
	www.sercivil.go.cr

	Enciclopedia Wikipedia
	http://es.wikipedia.org

	FLACSO
	http://www.flacso.org/

	ICAP - Instituto Centroamericano de Administración Pública
	http://www.icap.ac.cr/Principal/tabid/102/Default.aspx

	Ministerio de Trabajo
	www.ministrabajo.go.cr

	Plan Nacional de Desarrollo
	www.mideplan.go.cr

	Presidencia de Costa Rica
	http://www.casapres.go.cr/portal/

	SICA – Sistema de la Integración Centroamericana
	http://www.sica.int/sgsica/


Entrevistas y talleres de trabajo 
Los talleres y entrevistas se realizaron los días 2 y 3 de febrero y fueron coordinados por Luciano Strazza.
	Actividad
	Asistentes

	Reunión de apertura 
	Sr. José Joaquín Arguedas, Director General.

Sra. Maricela Tapia, Subdirectora General.

Sr. Rómulo Castro, Director Área de Gestión de RH.
Sr. Ferdinando Goñi Ortiz, Director, Área de Carrera Docente.


	Entrevista a Sindicatos 
	Sra. Xiomara Rojas Sánchez, Secretaria General, SITECO.  

Sr. Alexander Ovares Rodríguez, Presidente, ANDE. 
Sr. José Alberto Barquero Mora, Asociación Nacional de Educadores de Primera Enseñanza).  

Sr. Gilbert Díaz, Presidente del Sindicato de Trabajadores de la Educación Costarricense. SEC. 



	Entrevista a Funcionario de Gestión Anterior 
	Sr. Guillermo Lee Ching, Ex Director de Servicio Civil

	Taller con funcionarios de la Dirección General de Servicio Civil 
	Sr. José Joaquín Arguedas, Director General.
Sra. Maricela Tapia, Subdirectora General.
Sra. Miriam Rojas González, Directora, Asesoría Jurídica.
Sr. Oscar Sánchez, Director Área de Desarrollo Estratégico.
Sr. José Alberto Rodríguez Salazar, Director, CECADES.
Sr. Olman Luis Jiménez Corrales.
Director, Área de Reclutamiento y Selección.
Sr. Ferdinando Goñi, Director, Área de Carrera Docente.
Sr. Rómulo Castro, Director, Área de Gestión de RH.
Sr. Francisco Chang Vargas, Director, Área de Salarios e Incentivos.
Sra. Sandra Quiros Alvarez, Coordinadora Proceso de Reclutamiento y Selección Docente.
Sra. María Eugenia Espinoza, Coordinadora Comité Técnico Funcional de INTEGRA.

	Taller con Directores de Oficinas de Recursos Humanos y otras instituciones 
	Oficinas de Recursos Humanos

Sr. Alonzo Hernández Montero, Director de Recursos Humanos, Ministerio de Salud.
Sra. Lys Espinoza Quesada, Directora de Recursos Humanos, Ministerio de Seguridad Pública.
Sr. Cristhian Méndez Blanco, Director de Recursos Humanos, MOPT.
Sra. Nivia Barahona Villegas, Directora de Recursos Humanos, Ministerio de Cultura y Juventud.
Rolando Sánchez Corrales, Director Recursos Humanos, Ministerio de Agricultura y Ganadería.
Otras instituciones
Sr. José Luis Alvarado Vargas, Gerente de Área, División de Fiscalización Operativa y Evaluativa, Contraloría General de la República.

Sra. Silvia Víquez Ramírez, Viceministra Administrativa, MEP.
Sr. Diego Mora Valverde, Director, Área Modernización del Estado, MIDEPLAN.
Sr. Luis Rivera Cordero, Director de Recursos Humanos a.i, CCSS.
Sr. Roberto Chacón Castro, Director División Capital Humano, Instituto Costarricense de Electricidad-ICE.



	Taller con

Académicos especializados

Organizaciones de la Sociedad Civil

Agencias de Cooperación
	Académicos Especializados

Sr. Enrique Umaña Montero, Gerente, IDEAS EUM & Asociados.
Sr. Gustavo Amador Hernández, Encargado del Programa de Recursos Humanos, UNED.
Sra. Violeta Palavicini Campos, Directora Programa de Doctorado en Gobierno y Políticas Públicas, UCR.

Organizaciones de la Sociedad Civil 

Sr. Carlos Solera Umaña, Director Ejecutivo, Centro de Desarrollo Solera  S.A. (CEDESO).
Clelia Reverón, Presidente, Asociación Costarricense de Gestores de Recursos Humanos.
Mayela Cubillo Mora, Directora del Centro de Investigación y Capacitación en Administración Pública (CICAP).
Otros Organismos Internacionales o Agencias de Cooperación

Sra. Rethelny Figueroa de Jain, Directora del ICAP.
Sra. Myriam Cabuya Navarrete, Coordinadora, Área Estratégica de Gestión de Calidad.  Agencia Presidencial de Cooperación Internacional de Colombia.


	Reunión de cierre con referentes
	Sr. José Joaquín Arguedas, Director General.
Sra. Maricela Tapia, Subdirectora General.
Sr. Rómulo Castro, Director Área de Gestión de Recursos Humanos.



� Por ejemplo, la CGR ha señalado que “no se perciben políticas ni acciones estratégicas a nivel de Estado que procuren abordar en forma integral la problemática del empleo público, sino que corresponden a esfuerzos aislados que atienden un sector específico, en una gran mayoría orientados a las dependencias cubiertas por el Régimen de Servicio Civil y que por tanto no tienen incidencia en el resto de la Administración Pública; situación que denota que el Gobierno no le ha dado toda la importancia que exige este tema” (Contraloría General de la República, 2009, citado en Aguilar Montoya, 2010: 273-274). 


� Como se señala en AECID, FLACSO y SICA (2009: 336) “los temas relacionados con la regulación del empleo público han motivado en Costa Rica durante las últimas dos décadas gran cantidad de iniciativas, dentro de las cuales destacan el Proyecto de Régimen de Empleo Público, tramitado en la Asamblea Legislativa bajo el número de expediente 11.888 de 1994, y el Proyecto de Ley de Em�pleo Público, tramitado bajo el número de expediente 13.284 de 1998. Asimismo, en el año 2001, se elaboró en el Programa de Reforma del Marco Legal de la Administración Pública, un proyecto de Ley de la Función Pública que nunca llegó a presentarse ante la Asamblea. Finalmente en el año 2003, se presentó un nuevo proyecto por varios diputados del Partido de Liberación Nacional. Este proyecto quedó en la Comisión de Sociales a la espera de tratamiento. Los proyectos de 1994 y 1998 contaron con cierta oposición del sindicalismo. Sin embargo, en los dos últimos casos el sindicalismo ni siquiera llegó a opinar o presentar su parecer sobre el tema”. 


� Estos cuatro ejes son: (i) Bienestar Social (sectores Bienestar Social y Familia, Trabajo, Salud, Educación y Cultura); (ii) Seguridad Ciudadana y Paz Social (sectores Seguridad y Justicia); (iii) Ambiente y Ordenamiento Territorial (sectores Ambiente, Energía y Telecomunicaciones y Ordenamiento Territorial y Vivienda); y (iv) Competitividad e Innovación (sectores Productivo, Ciencia y Tecnología, Turismo, Comercio Exterior, Financiero, Monetario y Supervisión y Transporte). 


� Tanto la Directriz Presidencial No. 042-P y  Decreto Ejecutivo No. 35865-MP (Adición Capítulo XXII Sistema de Gestión de Recursos Humanos-SIGEREH al RESC) establecen la base filosófica y metodológica para el establecimiento de un sistema de gestión de RH moderno, utilizando como marco de referencia  el modelo elaborado por Francisco Longo y utilizado en el presente estudio diagnóstico, al que se la han introducido algunas adaptaciones funcionales al sistema de servicio civil costarricense. En dicho capítulo se definen dos niveles de gestión para las ORH, la estratégica y la funcional, en tanto ámbitos de acción fundamentales para modernizar la gestión de RH. Adicionalmente, se emitió una resolución  que define las políticas de aplicación en las ORH y otra en las que se establecen las competencias de los diferentes actores del SIGEREH. Ambos instrumentos buscan fortalecer el rol estratégico que deben cumplir dichas oficinas en las instituciones públicas como agentes impulsores del desarrollo de sus funcionarios (Entrevistas, 2012).  





� INTEGRA es una solución computacional integral que opera desde el 2003 para apoyar los procesos administrativos relacionados con la función que su mismo nombre indica, para el Gobierno Central de Costa Rica. Actualmente brinda servicio a 32 instituciones (26 de ellas pertenecientes al Régimen de SC) geográficamente distribuidas, que suman alrededor de 33.361 empleados activos y 55.000 mil pensionados. (DGSC, s/f).





� La CCAF está integrada por el DG de Presupuesto Nacional, el Contador Nacional, el DG de Crédito Público, el DG de Administración de Bienes y Contratación Administrativa, el DG de Informática del Ministerio de Hacienda, el Tesorero Nacional y el DG de Servicio Civil (art. 4, decreto 34.534-H). 


� Por ejemplo, las cinco dimensiones y competencias contempladas son: (i) organizativo-institucional: compromiso organizacional, esmero, etc.; (ii) interrelación y servicio: orientación al cliente, comunicación efectiva, etc.; (iii) motivacional y ética: proactividad, responsabilidad, etc.; (iv) autorregulación: trabajo bajo presión, flexibilidad, etc.; y (v) cognitiva: pensamiento conceptual, pensamiento funcional, etc. Para más información ver Aguilar Cubillo y Fonseca Sandoval (2010). 


� “El registro de elegibles se abre cuando tienen un con�curso y dura un año, si bien están en forma permanente actualizándolo. Al registro de elegibles, ingresan todos aquellos que hayan obtenido un puntaje de 70% o más, con base a las pruebas realizadas. El principio del área es garantizar la igualdad de oportunidades y que los candidatos elegidos respondan a un perfil básico para el ejercicio de las funciones en la administración pública. Realizan la evaluación de requisitos sobre todos los postulantes y la evaluación se realiza a través de pruebas y test vinculados a valorar áreas cognitivas y de personalidad” (BID-DRP, 2006: 343). 


� No obstante, en 2009 la DGSC realizó un concurso para actualizar el Registro de Elegibles Docente, el cual  actualmente está conformado por más de 50 mil oferentes. Derivado de dicho concurso, se resolvieron 4.356 solicitudes (80%) para el período lectivo 2010, y cantidades similares para los cursos lectivos 2011 y 2012. Con estas acciones la DGSC procura  la transparencia en el nombramiento de los funcionarios de ese importante sector público. A su vez, para modernizar el proceso de reclutamiento y selección en el régimen de servicio civil, la DGSC implementará el SAGETH (ver subsistema de Planificación-Información de base) sistema que entre otras cosas, permite en la actualidad el reclutamiento vía web y en el mediano plazo la evaluación más expedita de las pruebas (Entrevistas, 2012). 





� La misma tiene como atribuciones: “(a) actuar como instancia de negociación en relación con los ajustes de salarios del sector público y sus componentes, de acuerdo con el ordenamiento jurídico y posibilidades financieras. Los acuerdos serán ejecutados por los Órganos competentes según corresponda; (b) ser una instancia de análisis de la política salarial del sector público a efectos de ofrecer recomendaciones y pronunciamientos en esta materia; y (c) analizar y recomendar sobre aspectos de políticas de gestión del Recurso Humano en el sector público que se sometan a su consideración.” (Decreto 35730-MTSS).





� Por ejemplo, el Decreto 36.489-H “Directrices Generales en Materia Salarial, Empleo y Clasificación de Puestos para las Entidades Públicas, Ministerios y Demás Órganos cubiertas por el ámbito de la Autoridad Presupuestaria para el año 2012”, establece la aplicabilidad en las instituciones de la Autoridad Presupuestaria de los incrementos salariales que otorga la DGSC, siempre y cuando aquellas adopten el sistema ocupacional y retributivo del servicio civil (art. 3). 


� A raíz de ello se considera que la ubicación de las instituciones del servicio en el percentil 50 de la muestra pudo haberse reducido visiblemente (Entrevista, 2012).  


� Esta vía normada y tipificada para la promoción se denomina “reasignación de puesto”, y aplica en los puestos ocupados en propiedad en aquellos casos en los que el servidor mediante un desempeño exitoso enriquece  y desarrolla el puesto que ocupa, a partir de lo cual puede ser promovido en el mismo puesto pero a una categoría superior. En lo referente al Título II, el ascenso en el escalafón de 6 niveles se produce a partir de la titulación universitaria o la capacitación formal. A partir de esto, en Costa Rica se han realizado en las últimas tres décadas numerosas reasignaciones de puestos, tanto en el Título I como en el Título II (Entrevistas, 2012).  


� Los cursos de “aprovechamiento” son aquellos que por su importancia otorgan 1 punto por cada 40 horas de cursada. Se diferencia de los cursos de “participación”, que computan 1 punto por cada 80 horas efectivas de capacitación. 


� Para más detalle sobre el contenido de las disposiciones y de las recomendaciones de la Contraloría, ver Aguilar Montoya, 2010:271-272. 
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